
S U M A R I O

SERIE A:
Proyectos de Ley Foral:
—Ley Foral de modificación de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos. Aprobación por
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—Ley Foral sobre utilización de residuos alimenticios. Aprobación por el Pleno (Pág. 36).
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Interpelaciones, Mociones y Declaraciones Políticas:
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—Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a que el coste del transporte interhospitalario entre
el Hospital Reina Sofía de Tudela y Pamplona sea asumido por el Departamento de Salud y a extender
este servicio a toda Navarra. Aprobación por el Pleno (Pág. 43).

—Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a adaptar la legislación navarra a lo  establecido en
el Real Decreto 1723/2012, de 28 de diciembre, por el que se regulan las actividades de obtención, utiliza-
ción clínica y coordinación territorial de los órganos humanos destinados al trasplante y se establecen
requisitos de calidad y seguridad. Aprobación por el Pleno (Pág. 43).

—Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a facilitar la puesta en marcha del proyecto que la
Fundación Traperos de Emaús va a poner en marcha en Berriozar para la preparación de los residuos para
su reutilización facilitando la financiación de las inversiones previstas. Aprobación por el Pleno (Pág. 44).

—Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a evaluar primero y proponer después nuevas ini-
ciativas en relación a los actos institucionales en general y, en concreto, a los programados con motivo del
Día de Navarra. Aprobación por el Pleno (Pág. 44).

—Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a que asuma el compromiso presupuestario sufi-
ciente para dotar a los centros públicos de enseñanza pública universitaria y no universitaria de los recur-
sos necesarios para ejercer sus funciones. Aprobación por el Pleno (Pág. 45).

SERIE I:
Planes, Comunicaciones y Programas:
—II Plan Foral de Drogodependencias. Aprobación por la Comisión de Salud (Pág. 46).
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Serie A:
PROYECTOS DE LEY FORAL

Ley Foral de modificación de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Con-
tratos Públicos

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral de modificación de la Ley Foral 6/2006,
de 9 de junio, de Contratos Públicos.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral de modificación de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de 

Contratos Públicos

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. La Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Con-
tratos Públicos de Navarra, transpuso a la legisla-
ción foral de Navarra, la Directiva 89/665/CEE del
Consejo de 21 de diciembre de 1989, relativa a la
coordinación de las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas referentes a la aplica-
ción de los procedimientos de recurso en materia
de adjudicación de los contratos públicos. Esta
norma fue pionera al establecer un sistema de
reclamaciones en materia de contratación pública
rápido, eficaz que se resolvía por la Junta de Con-
tratación Pública de Navarra, órgano independien-
te a los poderes adjudicadores, ante el cual se
podía interponer una reclamación frente a cual-
quier contratación publica con independencia de
su naturaleza y cuantía.

Con posterioridad a la entrada en vigor de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio de Contratos
Públicos de Navarra, se dictó la Directiva
2007/66/CE, del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 11 de diciembre de 2007, por la que se
modificaban las Directivas 89/665/CEE y
92/13/CEE del Consejo en lo que respecta a la
mejora de la eficacia de los procedimientos de

recurso en materia de adjudicación de contratos
públicos. Dicha Directiva tiene como objetivos fun-
damentales la lucha contra la adjudicación directa
ilegal de contratos y el refuerzo de las garantías
en los procedimientos de recurso.

La adjudicación directa ilegal es, según el Tri-
bunal de Justicia de la Unión Europea, la infrac-
ción más importante del Derecho comunitario en
materia de contratación pública. A estos efectos,
la Directiva 2007/66/CE considera como adjudica-
ción directa ilegal (considerandos 14 y 15) toda
adjudicación sin la previa publicación de un anun-
cio de licitación en el Diario Oficial de la Unión
Europea (DOUE), siempre que no se encuentre
en uno de los siguientes supuestos:

– Contratos excluidos de la Directiva
2004/18/CE.

– Contratos en los sectores de la defensa, con-
tratos secretos y con especiales medidas de
seguridad.

– Contratos de una central de compras para
otra entidad adjudicadora.

– Concesiones de servicios.

– Contratos en los que una entidad adjudica-
dora adjudique a otra entidad adjudicadora al
amparo de una norma legal o reglamentaria com-
patible con el derecho de la competencia.

– Contratos de asistencia del Anexo II B de la
Directiva (Anexo II B de la Ley Foral de Contratos
Públicos).

– Contratos adjudicados a través de un proce-
dimiento negociado sin publicidad.

– Adjudicación de obras complementarias de
la concesión de obras al propio concesionario sin
que pueda superar el 50 por 100 del importe ini-
cial de la obra.



Conviene recalcar que el considerando 15 de
la Directiva 2007/66/CE considera como adjudica-
ciones directas ilegales las de los “contratos inter-
nos” cuando no se cumplen los estrictos requisitos
que marca el Derecho y la jurisprudencia comuni-
tarios.

A fin de incorporar la doctrina que sobre esta
materia ha dictado el Tribunal de Justicia de la
Unión Europea, se modifica el régimen de los
encargos a entes instrumentales.

Asimismo, la Directiva pretende también refor-
zar las garantías en los procedimientos de recur-
so, que en la Ley Foral de Contratos Públicos se
denominan reclamaciones en materia de contrata-
ción pública, mediante la adopción de diversas
medidas preventivas (suspensión de la decisión
de adjudicación, prohibición de celebrar contratos
durante el periodo suspensivo, suspensión en
caso de interposición de recurso contra la decisión
de adjudicación), estableciendo que el conoci-
miento de los recursos se encomiende a un órga-
no independiente cuyo nombramiento y revoca-
ción se someta a las mismas condiciones
aplicables a los jueces en lo relativo a “la autori-
dad responsable de su nombramiento, la duración
de su mandato y su revocabilidad” (segundo
párrafo del apartado 9 del articulo 2 de la Directiva
2007/66/CE).

Por ello, la Ley Foral de Contratos Públicos
debe ser reformada para transponer los mandatos
de la nueva Directiva y, por coherencia con el cri-
terio inspirador de la vigente Ley Foral donde el
importe del contrato no altera su naturaleza jurídi-
ca y no existen diferencias sustanciales entre los
contratos comprendidos en el ámbito material de
la Directiva 2004/18/CE y los contratos no cubier-
tos por ella, la adaptación debe hacerse extensiva
a todos los contratos regulados por la norma.

Por otra parte, dado que esta reforma implica
un reforzamiento de los mecanismos de transpa-
rencia previstos en la Ley Foral de Contratos
Públicos, se aprovecha para mejorar la regulación
de las modificaciones de los contratos de acuerdo
a los requisitos que la jurisprudencia europea ha
definido. Así, las variaciones que previsiblemente
experimentará el contrato en su ejecución, son
tenidas en cuenta en el cálculo de su valor estima-
do.

Además, se aprovecha para transponer los
mandatos de la Directiva 2011/7/UE del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de
2011, por la que se establecen medidas de lucha
contra la morosidad en las operaciones comercia-
les y se establecen plazos de pago más adecua-

dos al mercado, a fin de paliar los problemas de
liquidez de las empresas.

Por último, junto a estas modificaciones obliga-
das por la Directivas mencionadas, se modifica la
Ley Foral incorporando las mejoras en su regula-
ción que la experiencia acumulada en los años de
aplicación de la norma aconseja y se demandan
por los operadores jurídicos a los que afecta.

2. En lo relativo a la regulación de las enco-
miendas a entes instrumentales que figuraba en el
artículo 8 de la Ley Foral, que ahora se denomi-
nan encargos a entes instrumentales, se incorpora
una precisa definición de sus caracteres delimita-
dores al tiempo que se promueve la publicidad de
su actuación como garantía de transparencia. A tal
fin, la reforma adapta la Ley Foral de Contratos
Públicos a la doctrina emanada de la jurispruden-
cia comunitaria, fundamentalmente recogida en
las sentencias “Teckal”, de 18 de noviembre de
1999, “Arge”, de 7 de diciembre de 2000, “Stadt
Halle”, de 11 de enero de 2005, “Parking Brixen”, de
13 de octubre de 2005, “Coname”, de 21 de julio
de 2005, “Carbotermo”, de 21 de julio de 2006,
“Aroux”, de 18 de enero de 2007, “Tragsa”, de 19 de
abril de 2007 y “SEA”, de 10 de septiembre de
2009.

El primer requisito que se exige es que el
encargo debe realizarse a una entidad formalmen-
te distinta de la que lo realiza, pero sobre la que
esta última ejerce un control análogo al que ejerce
sobre sus propios servicios, de forma que la enti-
dad a la que se hace el encargo no tiene, frente a
la que lo realiza, autonomía decisoria. A estos
efectos, conforme a la jurisprudencia comunitaria,
para entender que se ejerce un control análogo al
que se ejerce sobre los propios servicios no
puede admitirse que sociedades con participación
en su capital ajena a las entidades que realizan
los encargos puedan ser medios propios de éstas.

El segundo requisito que exige la jurispruden-
cia comunitaria para admitir la existencia de un “in
house providing” (contrato interno) es que la enti-
dad a la que se realiza el encargo debe realizar la
parte esencial de su actividad con el ente o entes
que la controlan y así se recoge en la nueva
redacción.

Igualmente de acuerdo con la jurisprudencia
comunitaria, la nueva redacción permite que un
ente instrumental pueda serlo, a la vez, de varias
entidades, siempre que se cumplan los dos requi-
sitos exigidos.

Finalmente, con el fin de dotar de mayor segu-
ridad jurídica al sistema, se obliga a la publicación
de la declaración de la condición de ente instru-
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mental y a la publicación de la orden de realiza-
ción de los encargos, de modo que cualquier inte-
resado pueda presentar una reclamación contra la
decisión de realizar un encargo.

3. En la línea de evitar uno de los supuestos de
adjudicaciones directas ilegales contemplados en
la Directiva 2007/66/CE se regula (artículo 97) que
los anuncios de adjudicación de los contratos que
no hayan dispuesto de anuncio de licitación deban
publicarse en el Portal de Contratación con un
breve resumen de los supuestos de hecho y fun-
damentos de derecho que permiten esa actua-
ción.

Se aprovecha para transponer en este precep-
to, la regulación de los anuncios comunitarios de
“transparencia previa voluntaria”, conocidos como
“voluntary ex ante transparency”, que como se
desprende del Considerando 26 de la Directiva
2007/66/CE pretenden evitar la inseguridad jurídi-
ca que pueda derivarse de la ineficacia. De este
modo, si el poder adjudicador considera que la
adjudicación directa de un contrato sin la publica-
ción previa de un anuncio de licitación en el Diario
Oficial de la Unión Europea está permitida de con-
formidad con la normativa sobre contratación
pública, y publica un anuncio de transparencia
previa voluntaria donde identifique la finalidad del
contrato, la justificación de adjudicar el contrato de
forma directa y la identificación del adjudicatario,
aplicando un plazo suspensivo mínimo que permi-
ta un recurso eficaz, estará exento de la sanción
de nulidad, y el procedimiento escogido se reputa-
rá a estos efectos válido.

En el mismo sentido, tratándose de una de las
máximas infracciones del Derecho comunitario
debía especificarse que la adjudicación directa en
contra de los mandatos de la Ley Foral debe ser
declarada nula de pleno derecho y se incorpora la
sanción de nulidad por formalizar contratos duran-
te el plazo de suspensión o mientras se tramita
una reclamación.

Por último, se establece como regla general
que las demás infracciones generan anulabilidad,
tal como es común en el ordenamiento administra-
tivo.

4. Como refuerzo de las garantías en los pro-
cedimientos de recurso, se establece en los artí-
culos 93 y 202 que la resolución de adjudicación
no será eficaz (suspensión de efectos) hasta que
transcurran 10 días (15 en los contratos de valor
estimado superior al umbral comunitario) desde la
remisión de la notificación del acuerdo de adjudi-
cación. También quedará suspendida la adjudica-
ción si se interpone una reclamación contra la

adjudicación del contrato (y no contra otros actos)
hasta el momento en que el órgano competente
resuelva la impugnación.

No obstante, de acuerdo con la Directiva, las
adjudicaciones de contratos derivados de un
Acuerdo Marco o de un Sistema Dinámico de
Compra son plenamente eficaces desde el
momento en que son notificadas, al entenderse
que el Acuerdo o Sistema ya ha superado los con-
troles de legalidad. Igualmente se especifica que
en los contratos tramitados con urgencia (artículo
42) no se pueden iniciar actuaciones mientras no
haya transcurrido el plazo de suspensión o si se
interpone reclamación.

Como norma de cierre del sistema, la formali-
zación de contratos durante el plazo de suspen-
sión o mientras se tramita una reclamación se
sanciona en los artículos 126 y 206 con nulidad
de pleno derecho.

5. A fin de reforzar las garantías en los procedi-
mientos de recurso, la Directiva 2007/66/CE esta-
blece que el conocimiento de los recursos se
encomiende a un órgano independiente cuyo
nombramiento y revocación se someta a las mis-
mas condiciones aplicables a los jueces en lo rela-
tivo a “la autoridad responsable de su nombra-
miento, la duración de su mandato y su
revocabilidad”. Por ello, se crea un órgano colegia-
do independiente, el Tribunal Administrativo de
Contratos Públicos de Navarra (artículo 208 bis)
cuya misión es resolver las reclamaciones contra
las licitaciones. Para cumplir con los estándares
de la Directiva se consagra la inamovilidad e inde-
pendencia de sus miembros (que serán licencia-
dos en Derecho con experiencia en el sector) y se
regula su régimen de incompatibilidades, pero con
el objeto de economizar los recursos existentes y
controlar el gasto público, se ha diseñado un órga-
no con carácter flexible en el que los miembros
compatibilizan esa labor con su puesto de trabajo
en la administración de origen, no teniendo por
tanto dedicación exclusiva.

Finalmente, en el ámbito de los procedimientos
de recurso, se ajustan los plazos de impugnación
a las nuevas prescripciones de la Directiva, se
realizan diversas correcciones técnicas y se trans-
pone la obligación de suspender la ejecución de
un contrato o Acuerdo Marco mientras se esté tra-
mitando la reclamación contra la adjudicación (y
exclusivamente contra la adjudicación ya que la
impugnación de otro acto no conlleva este efecto).

6. Otra medida que se adopta en la persecu-
ción del objetivo de reforzar la transparencia en
las adjudicaciones es la reforma del régimen de
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las modificaciones de los contratos, con apoyo
fundamental en la doctrina derivada de la Senten-
cia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de
29 de abril de 2004, Comisión contra CAS Succhi
di Frutta Spa. Se pretende garantizar que no se
desvirtúe el carácter competitivo de la licitación,
en la medida en que el contrato resultante de la
misma sea realmente aquél por el que se compi-
tió, pero también tiene como objetivo clarificar la
regulación del ejercicio del “ius variandi” de la
Administración, para que los operadores jurídicos
conozcan cuando procede modificar un contrato o
en qué casos se debe resolver y celebrar una
nueva licitación.

El artículo 105 restringe las modificaciones a
los contratos perfeccionados donde haya sido pre-
vista la posibilidad de modificación en los pliegos
o en el anuncio de licitación de forma clara, preci-
sa e inequívoca, con expresa indicación del por-
centaje del precio de adjudicación al que como
máximo pueda alcanzar, lo cual deberá reflejarse
en el valor estimado. No obstante, también se con-
templa la posibilidad de modificar el contrato si
concurren circunstancias imprevisibles, que un
poder adjudicador diligente no hubiera podido pre-
ver, siempre que no exista alteración del contenido
esencial del contrato. En ambos casos, los modifi-
cados no podrán superar individual o conjunta-
mente, el 20 por 100 de variación del precio de
adjudicación.

7. Junto a estas medidas de refuerzo de la
transparencia en las adjudicaciones, la reforma de
la Ley Foral también recoge algunas mejoras téc-
nicas que la experiencia acumulada aconseja
introducir y las entidades sometidas a la norma
demandan.

Así, se regula la duración de los contratos,
conjugando el principio de concurrencia con la
necesidad de que las inversiones que realice el
contratista puedan ser debidamente amortizadas.

Se modifica el artículo 54 para evitar las exce-
sivas y gravosas consecuencias que producía en
algunos casos la falta de aportación por el adjudi-
catario de la documentación acreditativa de su
capacidad y solvencia cuando esta documenta-
ción no se exige durante el procedimiento de adju-
dicación.

Se modifica el apartado sexto del artículo 74,
incluyendo a los centros públicos de formación
para el empleo, con el objetivo de homogeneizar
el tratamiento de los centros con la misma orienta-
ción y la misma problemática, unificando así la for-
mación continua, ya sea dirigida al personal de las

Administraciones Públicas como al resto de los
trabajadores.

Se incluye, asimismo, un nuevo apartado sépti-
mo en este artículo 74, para la suscripción a revis-
tas y otras publicaciones, así como para la contra-
tación del acceso a la información contenida en
bases de datos especializadas cuyo valor estima-
do sea inferior a 200.000 euros, por el cual los
únicos trámites exigibles serán la previa reserva
de crédito, conforme a la legislación presupuesta-
ria aplicable, y la presentación de la correspon-
diente factura.

Se añade la disposición adicional decimocuar-
ta, estableciendo de forma expresa el sometimien-
to a los preceptos de esta Ley Foral de los contra-
tos públicos que celebren las entidades sometidas
a las disposiciones de ésta norma en el ámbito de
la seguridad pública, en especial, el conjunto de
actividades dirigidas a la protección de las perso-
nas y de los bienes y a la preservación y manteni-
miento de la seguridad pública y el orden ciudada-
no en el ámbito de la Comunidad Foral de
Navarra.

Artículo 1. Se modifica el artículo 4 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 4. Definición de los contratos someti-
dos a la presente Ley Foral.

1. Se entiende por contrato de obras aquel en
el que una entidad o entidades sujetas a la pre-
sente Ley Foral o contratante encargan mediante
precio a un empresario o profesional, denominado
contratista, la ejecución, o bien conjuntamente el
proyecto y la ejecución, de prestaciones relativas
a una de las actividades mencionadas en el Anexo
I de esta Ley Foral.

2. Se entiende por contrato de suministro el
celebrado entre una entidad o entidades sujetas a
la presente Ley Foral o contratante y un empresa-
rio o profesional, denominado contratista, que
tiene por objeto la compra al contado o a plazos,
el arrendamiento con o sin opción de compra, el
arrendamiento financiero, de productos y bienes
muebles.

3. Se entiende por contrato de asistencia aquel
celebrado por una entidad o entidades sujetas a la
presente Ley Foral o contratante, y distinto de los
contratos de obras o de suministro, mediante el
que se encarga por un precio a un empresario o
profesional, denominado contratista, la prestación
de uno de los servicios señalados en el Anexo II
de la presente Ley Foral, bien al contratante o
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bien, por cuenta del contratante, a un tercero o al
público en general.

Los contratos a que se refieren los apartados 2
y 3 de este artículo podrán tener un plazo de
vigencia máximo de cuatro años, incluidas todas
sus prórrogas, salvo que por circunstancias excep-
cionales, como la adecuada amortización de
inversiones en contratos especialmente comple-
jos, fuese necesario un plazo mayor, con respeto,
en todo caso, a los principios de una libre y efecti-
va competencia en el mercado.

4. Se entiende por contrato de concesión de
obras públicas aquél celebrado por una entidad o
entidades sujetas a la presente Ley Foral o conce-
dente por el que se otorga a un empresario o pro-
fesional, denominado concesionario, la construc-
ción y explotación de una obra de las enumeradas
en el Anexo I de esta Ley Foral que sean suscepti-
bles de explotación económica, reconociendo al
concesionario el derecho a percibir una retribución
consistente en la explotación de la propia obra o
en dicho derecho acompañado del de percibir un
precio.

5. Se entiende por contrato de concesión de
servicios, aquel en el que una entidad o entidades
sujetas a la presente Ley Foral o concedente
encarga a un empresario o profesional denomina-
do concesionario la prestación de un servicio de
los enumerados en el Anexo II de esta Ley Foral a
cambio de una retribución consistente en su
explotación económica o bien en la explotación
acompañada de un precio”.

Artículo 2. Se modifica el artículo 8 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 8. Encargos a entes instrumentales
considerados medios propios.

1. La presente Ley Foral no será de aplicación
a los encargos de prestaciones propias de los
contratos de obras, suministro, asistencia y conce-
siones de obras o servicios que las entidades
sometidas a esta Ley Foral realicen a sus entes
instrumentales, siempre que dichos encargos se
realicen de conformidad con este artículo. Los
encargos a entes instrumentales con infracción de
lo dispuesto en este artículo serán sancionados
con nulidad de pleno derecho.

2. A los efectos de este artículo se entiende
por entes instrumentales propios a aquellas enti-
dades que, dotadas de personalidad jurídica dife-
rente de las entidades que realizan los encargos,
reúnan los siguientes requisitos:

a) Ausencia de autonomía decisoria respecto
de las entidades que realizan los encargos, al
ejercer éstas un control análogo al que ejercen
sobre sus propios servicios o unidades. Si el ente
instrumental es una sociedad y el encargo lo reali-
za una entidad pública, la totalidad del capital
social del ente instrumental deberá ser de titulari-
dad pública.

b) Que la parte esencial de su actividad la rea-
licen para las entidades que realizan los encargos.

La condición de ente instrumental deberá
haber sido objeto de una declaración expresa que
se anunciará en el Portal de Contratación de
Navarra con expresión del ámbito al que se pue-
den circunscribir los encargos.

3. Los encargos se instrumentarán a través de
órdenes de realización obligatoria por el ente ins-
trumental y, en todo caso, la supervisión de su
correcta ejecución corresponderá al ente que rea-
liza el encargo.

La orden de realización de los encargos de
valor estimado superior al umbral comunitario se
publicará en el Portal de Contratación de Navarra
en el plazo máximo de 7 días desde su emisión,
con expresión sucinta de las circunstancias de
hecho y fundamentos de derecho que la justifican,
de acuerdo con los formatos que determine la
Junta de Contratación Pública, y no podrá comen-
zar su ejecución hasta que transcurran 10 días
naturales desde la publicación del anuncio.

4. Las empresas y profesionales que acrediten
un interés en la adjudicación de los trabajos objeto
del encargo podrán presentar reclamación en
materia de contratación pública en el plazo de 10
días naturales contados a partir del día siguiente
al de la publicación del encargo en el Portal de
Contratación de Navarra.

5. Los entes instrumentales deberán disponer
de los medios materiales y técnicos adecuados
para ejecutar la mayor parte o una parte significa-
tiva de la prestación objeto del encargo, sin perjui-
cio de que para poder llevar a cabo las prestacio-
nes objeto del mismo puedan efectuar
contrataciones. Estas contrataciones no podrán
conllevar el traslado de la ejecución de más del 50
por 100 del precio del encargo. La adjudicación de
dichos contratos quedará sometida a las normas
de la presente  Ley Foral. A estos efectos, no ten-
drán la consideración de terceros otros entes ins-
trumentales de las entidades que realicen los
encargos.

A tal efecto, el ente instrumental al que se
efectúe el encargo deberá, en el plazo de cinco
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días desde la recepción del encargo, justificar ante
el ente que realice el encargo la disponibilidad de
dichos medios. Si se estimara que no dispone de
ellos, la prestación objeto del encargo deberá ser
licitada según los procedimientos recogidos en la
presente Ley Foral.

Excepcionalmente podrá superarse tal porcen-
taje de contratación siempre que se justifique
exhaustivamente la existencia de una justa causa
tendente a la economía, eficacia o eficiencia en la
ejecución del encargo como el especial conoci-
miento del mercado, la mejor organización empre-
sarial para la ejecución del conjunto de la presta-
ción o actividad, u otras que justifiquen que el
encargo conllevará un valor añadido a la presta-
ción final.

Los encargos en los que se pretenda superar
dicho límite deberán ser publicados en el Portal de
Contratación de Navarra.

6. Los entes instrumentales no podrán partici-
par en los procedimientos de adjudicación que
convoquen las entidades de las que dependen”.

Artículo 3. Se añade un nuevo artículo 8 bis a
la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, con el siguiente texto.

“Artículo 8 bis. Contratos con sociedades de
capital mixto.

1. Los contratos y las concesiones celebrados
por las entidades sometidas a la presente Ley
Foral podrán adjudicarse directamente a una enti-
dad de capital mixto en la que fuera a concurrir
capital público y privado, de acuerdo con los con-
dicionantes previstos en este precepto. Dichas
adjudicaciones no tendrán la consideración de
encargos.

2. La selección del socio privado y el contrato o
la concesión que se ha de adjudicar a la entidad
de capital mixto y la contribución operativa del
socio privado a la ejecución de esas tareas y/o su
contribución administrativa a la gestión de la enti-
dad de capital mixto serán objeto de una única lici-
tación de acuerdo con lo previsto en la presente
Ley Foral. La selección del socio privado irá acom-
pañada de la creación de la entidad de capital
mixto y de la adjudicación del contrato o la conce-
sión a dicha entidad.

3. En el pliego de condiciones, o bien, a lo
largo del procedimiento de adjudicación en caso
de emplearse el dialogo competitivo, deberá esta-
blecerse, como mínimo:

a) La descripción del contrato a adjudicar a la
entidad de capital mixto, con expresión de que el

objeto social de dicha entidad se dedicará exclusi-
vamente a éste y de que la entidad se extinguirá
tras la realización del mismo.

b) Los estatutos de la entidad y el Pacto de
Accionistas que regulen la relación entre la enti-
dad adjudicataria y la entidad de capital mixto.

c) La inclusión como criterio de selección del
capital que aporta, y de las características de su
oferta en cuanto a las prestaciones específicas
que debe realizar.

d) Y todos los demás elementos por los que
haya de regirse, por un lado, la relación contrac-
tual entre la entidad adjudicadora y el socio priva-
do y, por otro, la relación entre la entidad adjudica-
dora y la entidad de capital mixto que debe
crearse.

El anuncio de licitación incluirá información
sobre la duración prevista del contrato que la enti-
dad de capital mixto ha de ejecutar o de la conce-
sión que ha de explotar e indicará de forma clara y
precisa las posibilidades de adjudicación opcional
de nuevas tareas contemplando las mismas en el
valor estimado del contrato.

Cualquier modificación de los términos del
contrato que no se haya previsto en el pliego de
condiciones o que no obedezca a circunstancias
imprevisibles para un poder adjudicador diligente y
no cumpla con los restantes requisitos exigidos
para la modificación del contrato con carácter
general en esta Ley Foral exigirá un nuevo proce-
dimiento de licitación.

4. La entidad de capital mixto resultante deberá
disponer de los medios materiales y técnicos ade-
cuados para ejecutar la mayor parte o una parte
significativa de la prestación objeto del encargo,
sin perjuicio de que para poder llevar a cabo las
prestaciones objeto del encargo puedan efectuar
subcontrataciones. Estas subcontrataciones no
podrán conllevar el traslado de la ejecución de
más del 50 por 100 del precio del contrato”.

Artículo 4. Se modifica la letra d) del apartado
1 del artículo 18 de la Ley Foral 6/2006, de 9 de
junio, de Contratos Públicos, que tendrá la siguien-
te redacción:

“d) No hallarse al corriente en el cumplimiento
de las obligaciones tributarias o de Seguridad
Social impuestas por las disposiciones vigentes
así como, en su caso, de las obligaciones estable-
cidas por el apartado 1 del artículo 38 de la Ley
13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los
Minusválidos, en los términos que se determine
reglamentariamente”.
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Artículo 5. Se modifica el artículo 20 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 20. De las incompatibilidades y sus
efectos

1. Será causa de exclusión para contratar la
concurrencia, en la persona física o en los admi-
nistradores de la persona jurídica licitadora, de
algún supuesto de incompatibilidad para contratar
recogido en la legislación específica que resulte
aplicable en cada caso. Igualmente será causa de
exclusión la concurrencia de la condición de cargo
electivo de los contemplados en la legislación
electoral general, en los términos establecidos en
la misma.

Estas causas de exclusión alcanzan igualmen-
te a los cónyuges, personas vinculadas con análo-
ga relación de convivencia afectiva y descendien-
tes siempre que, respecto de los últimos, dichas
personas ostenten su representación legal.

2. No obstante, en las Entidades Locales de
Navarra cuya población sea inferior a 2.000 habi-
tantes, en aquellos procedimientos de contrata-
ción en los que los únicos trámites exigibles sean
la previa reserva de crédito, conforme a la legisla-
ción presupuestaria aplicable, y la presentación de
la correspondiente factura, la existencia de incom-
patibilidad en los cargos electivos locales determi-
nará únicamente la concurrencia de una causa de
abstención.

3. No podrán concurrir a los procedimientos de
licitación las empresas que hayan intervenido en
la determinación de las especificaciones técnicas
de los contratos, así como las empresas vincula-
das a aquéllas”.

Artículo 6. Se modifica el artículo 24 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 24. Método para calcular el valor esti-
mado de los contratos, de los acuerdos marco y
de los sistemas dinámicos de compra.

1. Siempre que en el texto de esta Ley Foral se
haga alusión al importe o cuantía de los contratos
se entenderá que en los mismos no está incluido
el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), salvo
indicación expresa en contrario.

2. El cálculo del valor estimado de un contrato
deberá basarse en el importe total, sin incluir el
IVA. Para este cálculo se tendrá en cuenta el
importe total estimado, incluida cualquier forma de
opción eventual, las eventuales prórrogas del con-
trato, el importe de las modificaciones del contrato

calculado sobre el importe del presupuesto de lici-
tación y, en su caso, las primas o pagos a los can-
didatos o licitadores.

3. El momento del cálculo de la estimación
será el del envío del anuncio de licitación o, si éste
no fuera necesario, el momento del inicio del pro-
cedimiento de adjudicación del contrato.

4. En contratos de obras el cálculo del valor
estimado deberá tener en cuenta el importe de las
obras así como el valor total estimado de los
materiales necesarios puestos a disposición del
contratista para la ejecución.

5. Cuando un proyecto de obra o un contrato
de asistencia pueda dar lugar a la adjudicación
simultánea de contratos por lotes separados se
deberá tener en cuenta el valor global estimado
de la totalidad de dichos lotes. Cuando el valor
acumulado de los lotes iguale o supere el umbral
establecido para la publicidad comunitaria ésta se
aplicará a la adjudicación de cada lote.

No obstante, las entidades sometidas a la pre-
sente Ley Foral podrán considerar solamente el
importe individualizado de cada lote cuando su
valor estimado sea inferior a 80.000 euros, IVA
excluido, en los contratos de asistencia y a
1.000.000 de euros, IVA excluido, en el caso de los
contratos de obras, siempre que el importe acu-
mulado de dichos lotes no sobrepase el 20 por
100 del valor acumulado de la totalidad de los
lotes.

6. Cuando un proyecto tendente a obtener
suministros homogéneos pueda dar lugar a la
adjudicación simultánea de contratos por lotes
separados se deberá tener en cuenta el valor esti-
mado de la totalidad de dichos lotes para la publi-
cidad comunitaria.

No obstante, las entidades contratantes podrán
considerar solamente el importe respecto de lotes
cuyo valor estimado sea inferior a 80.000 euros,
IVA excluido, siempre que el importe acumulado
de dichos lotes no sobrepase el 20 por 100 del
valor acumulado de la totalidad de los lotes.

7. En los contratos de suministro, cuando la
provisión de productos adopte la forma de arren-
damiento financiero, arrendamiento o compraventa
a plazos, el valor que se tomará como base para
calcular el valor estimado del contrato será el
siguiente:

a) En los contratos de duración determinada
igual o inferior a doce meses, el valor total estima-
do para la duración del contrato y cuando exceda
de doce meses, su valor total incluido el importe
estimado del valor residual.
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b) En los contratos de duración indeterminada
o en los que no pueda determinarse la duración
del contrato, el valor mensual multiplicado por 48.

8. En el caso de contratos de suministro o de
asistencia de carácter periódico o de aquellos que
se deban renovar en un período de tiempo deter-
minado, se tomará como base para el cálculo del
valor estimado del contrato:

a) Bien el valor real total de los contratos suce-
sivos similares adjudicados durante el ejercicio
precedente o durante los doce meses previos,
ajustado, cuando sea posible, en función de los
cambios de cantidad o valor previstos para los
doce meses posteriores al contrato inicial.

b) Bien el valor estimado total de los contratos
sucesivos adjudicados durante los doce meses
siguientes a la primera entrega o en el transcurso
del ejercicio, si éste fuera superior a doce meses.

La elección del método para cálculo del valor
estimado de un contrato no podrá efectuarse con
la intención de sustraerlo a la aplicación de la
publicidad comunitaria.

9. Respecto de los contratos de asistencia, a
los efectos del cálculo de su importe estimado, se
tomará como base, en su caso, el siguiente impor-
te:

a) En los contratos de seguros, la prima paga-
dera y otras formas de remuneración y, en los
contratos de servicios bancarios y otros servicios
financieros: los honorarios, las comisiones, los
intereses y otras formas de remuneración.

b) En los contratos relativos a un proyecto: Los
honorarios, las comisiones pagaderas y otras for-
mas de remuneración.

c) Para los contratos en que no se especifique
un precio total:

– En los contratos de duración determinada,
cuando ésta sea igual o inferior a cuarenta y ocho
meses, el valor total estimado correspondiente a
toda su duración.

– En los contratos de duración indeterminada o
superior a cuarenta y ocho meses, el valor men-
sual multiplicado por 48.

10. Para los acuerdos marco y para los siste-
mas dinámicos de compra el valor que se tendrá
en cuenta será el valor máximo estimado, excluido
el IVA, del conjunto de contratos contemplados
durante la duración total del acuerdo marco o del
sistema dinámico de compra”.

Artículo 7. Se modifica el artículo 35 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 35. Precio de los contratos 

1. Los contratos tendrán siempre un precio cier-
to, adecuado al mercado, que se expresará en
euros y se abonará al contratista en función de la
prestación realmente efectuada, de acuerdo con lo
convenido. Cuando las condiciones establecidas
en el contrato impliquen pagos en moneda extran-
jera habrá de expresarse, además del precio total
en euros, el importe máximo de aquélla y la clase
de divisas de que se trate.

2. La revisión de precios de los contratos se
ajustará a lo establecido en esta Ley Foral.

3. Se prohíbe el pago aplazado del precio en
los contratos, excepto en los supuestos en que el
sistema de pago se establezca mediante la moda-
lidad de arrendamiento financiero o mediante el
sistema de arrendamiento con opción de compra o
en los casos en que el Gobierno de Navarra lo
autorice expresamente.

No obstante, en los contratos cuyo pago se
establezca mediante la modalidad de arrenda-
miento financiero o de arrendamiento con opción
de compra, el límite máximo para su pago será de
cuatro años a partir de la adjudicación del contra-
to, salvo que se acuerde otro límite mayor cuando
así sea autorizado por el Gobierno de Navarra.

Para el resto de Administraciones Públicas de
Navarra contempladas en las letras a), c) y d) del
artículo 2 de la presente Ley Foral, las autorizacio-
nes contemplada en los párrafos anteriores
corresponderá al órgano competente de las mis-
mas, determinado por su normativa específica.

4. La financiación de los contratos por la Admi-
nistración se ajustará al ritmo requerido en la eje-
cución de la prestación, debiendo adoptarse a
este fin por la unidad gestora del contrato las
medidas que sean necesarias al tiempo de la pro-
gramación de las anualidades y durante el período
de ejecución”.

Artículo 8. Se modifica el artículo 37 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 37. Autorización para contratar.

1. Los órganos de contratación de la Adminis-
tración de la Comunidad Foral y de sus Organis-
mos Autónomos necesitarán la autorización del
Gobierno de Navarra para la celebración de los
siguientes contratos:
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a) Aquellos cuyo valor estimado sea superior a
3.000.000 euros, IVA excluido, y los de cuantía
inferior cuando, por su trascendencia, el órgano
de contratación resuelva elevarlos al Gobierno de
Navarra para su autorización”.

b) Los de carácter plurianual, de conformidad
con lo previsto en la Ley Foral de la Hacienda
Pública de Navarra.

2. Los órganos de contratación de los Organis-
mos Autónomos necesitarán autorización del
Departamento o Dirección General al que se
hallen adscritos para la celebración de los contra-
tos cuyo valor estimado supere los 750.000 euros,
IVA excluido.

3. En los contratos que, de acuerdo con lo pre-
visto en los apartados anteriores, requieran autori-
zación superior, ésta se producirá con carácter
previo a la aprobación del expediente de contrata-
ción que, junto con la aprobación del gasto,
corresponderá al órgano de contratación.

4. En los contratos cuya celebración haya sido
sometida a autorización superior será necesaria
igualmente la autorización para las modificaciones
que sean causa de resolución y cuando se vaya a
resolver el contrato.

5. En los contratos a cuya celebración se apli-
que lo recogido en el apartado 1.a), el expediente
de contratación incorporará un plan de viabilidad
en el que se valorará, entre otros, aspectos como
la rentabilidad económica, financiera y social. En
los casos necesarios, el plan de viabilidad incor-
porará un estudio de gastos de explotación por un
período mínimo de diez años”.

Artículo 9. Se modifica el artículo 42, de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 42. Expediente de tramitación urgente.

1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los
expedientes de contratos cuya necesidad sea
inaplazable o cuya adjudicación convenga acele-
rar por razones de interés público. A tales efectos,
el expediente deberá contener la declaración de
urgencia, debidamente motivada, realizada por el
órgano de contratación.

2. Los expedientes calificados de urgentes
seguirán la misma tramitación de los ordinarios,
con las siguientes particularidades:

a) Preferencia para su despacho por los distin-
tos órganos administrativos, fiscalizadores y ase-
sores que participen en la tramitación previa, que
dispondrán de un plazo de cinco días para emitir
los respectivos informes. Cuando la complejidad

del expediente o cualquier otra causa igualmente
justificada impida el despacho en el plazo antes
indicado, los órganos administrativos, fiscalizado-
res y asesores lo pondrán en conocimiento del
órgano que hubiese declarado la urgencia. En tal
caso el plazo quedará prorrogado hasta diez días.

b) La Administración podrá acordar el comien-
zo de la ejecución del contrato una vez vencido el
plazo de suspensión establecido en el artículo
93.2 de la presente Ley Foral y antes de la formali-
zación del mismo siempre que se hayan constitui-
do las garantías para el cumplimiento de las obli-
gaciones del contrato que estén previstas, en su
caso, en el pliego de cláusulas administrativas
particulares.

c) El plazo para presentar solicitudes de parti-
cipación o para presentar ofertas solo se podrá
reducir en los casos en que así se encuentre pre-
visto en esta Ley Foral.

d) El inicio de la ejecución del contrato no
podrá demorarse más de dos meses desde la
fecha de la adjudicación, quedando resuelto el
contrato en caso contrario”.

Artículo 10. Se modifica el artículo 45 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 45. Pliegos de cláusulas administrati-
vas particulares.

1. En todo procedimiento de licitación se fijarán
previamente los pactos y condiciones definidores
de los derechos y obligaciones de las partes, en
sus aspectos jurídicos, administrativos y económi-
cos, que se denominarán pliegos de cláusulas
administrativas particulares, salvo las especialida-
des previstas en la presente Ley Foral.

Dichos pliegos, que no podrán consistir en una
mera repetición de disposiciones legales, no
podrán contener estipulaciones contrarias a los
pliegos de cláusulas administrativas generales,
cuando existan, salvo supuestos especiales y pre-
vio informe de la Junta de Contratación Pública.

2. Los pliegos establecerán los criterios de
adjudicación del contrato determinando, en su
caso, si alguno de ellos es esencial, o si en alguno
de ellos existe una puntuación mínima por debajo
de la cual se excluye la oferta, todo ello sin perjui-
cio de la facultad de desechar las ofertas técnica-
mente inadecuadas o que no garanticen adecua-
damente la correcta ejecución del contrato.

3. Los pliegos deberán especificar la obligación
de los licitadores de identificar una dirección elec-
trónica para la realización de notificaciones a tra-
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vés de medios telemáticos, en el caso de reclama-
ción en materia de contratación pública.

4. El pliego de cláusulas administrativas parti-
culares y, en el caso del diálogo competitivo, el
documento descriptivo establecerán la pondera-
ción relativa atribuida a cada uno de los criterios
de adjudicación establecidos, ponderación que
podrá expresarse fijando una banda de valores
adecuada.

Cuando por causas justificadas no sea posible
establecer una ponderación de los criterios de
adjudicación, éstos se dispondrán por orden de
importancia decreciente.

5. Para poder hacer uso de la prerrogativa de
modificación de las condiciones económicas del
contrato prevista en el artículo 105.2.a), se deberá
mencionar y regular en el pliego de cláusulas
administrativas particulares dicha posibilidad, así
como el alcance y límites de las modificaciones
que pueden acordarse con indicación expresa del
porcentaje del precio de adjudicación al que como
máximo puedan afectar, sin que en ningún caso
pueda exceder dicho porcentaje del 20 por 100.

Deberá incluirse igualmente la posibilidad de
hacer uso de la facultad de variación del número
de unidades realmente ejecutadas regulada en el
artículo 108 de la presente Ley Foral, así como su
porcentaje, que no podrá exceder del 10 por 100
del precio de adjudicación.

6. Los pliegos serán aprobados por el órgano
de contratación, previa o conjuntamente a la auto-
rización del gasto y siempre antes de la licitación
del contrato, sin perjuicio de las reglas especiales
contempladas en esta Ley Foral.

7. Los documentos de formalización del contra-
to se ajustarán al contenido de los pliegos de cláu-
sulas administrativas particulares, cuyas cláusulas
se consideran parte integrante de aquellos.

8. El órgano de contratación podrá aprobar
modelos tipo de pliegos de cláusulas particulares
de general aplicación en su ámbito de competen-
cia, que serán adaptados a cada caso concreto”.

Artículo 11. Se modifica el artículo 51.1.b) de la
Ley Foral de Contratos Públicos de Navarra
6/2006, de 9 de junio, que quedaría redactado del
siguiente modo:

“b) En los restantes casos, para determinar la
oferta más ventajosa se utilizarán criterios vincula-
dos al objeto del contrato dando preponderancia a
los criterios que puedan valorarse mediante fór-
mulas frente a criterios subjetivos, estableciéndo-

se un mínimo del 50por 100 de la puntuación a
otorgar según estos primeros.

Los criterios se definirán de forma precisa,
especificando su importancia relativa, y deberán
estar vinculados al objeto del contrato. Como la
calidad o sus mecanismos de control, el precio, el
valor técnico de la oferta, la posibilidad de repues-
tos, las características estéticas y funcionales, las
características medioambientales, el coste de fun-
cionamiento, la rentabilidad, el servicio posventa y
la asistencia técnica, la fecha de entrega y el plazo
de entrega o ejecución, u otras semejantes. En
caso de valorarse la posibilidad de presentar
mejoras, deberán expresarse sus requisitos, lími-
tes, modalidades y características que permitan
identificarlas suficientemente, y guardar relación
directa con el objeto del contrato”.

Artículo 12. Se modifica el artículo 54 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 54. Documentación para la presenta-
ción de proposiciones.

1. La acreditación de la capacidad y de la sol-
vencia de las empresas en las solicitudes de parti-
cipación o en la presentación de ofertas se reali-
zará por medio de los siguientes documentos:

a) Los que acrediten la personalidad jurídica
del contratista y, en su caso, su representación.

b) Acreditación de la constitución de garantías
cuando así lo exija el pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares.

c) Declaración de que la empresa no está
incursa en causa de exclusión del procedimiento
de licitación.

d) Los que justifiquen su solvencia económica
y financiera, técnica o profesional.

e) Los que acrediten hallarse al corriente del
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de
Seguridad Social.

f) Declaración de hallarse al corriente en el
cumplimiento de las obligaciones de seguridad y
salud en el trabajo y de prevención de riesgos
laborales impuestas por las disposiciones vigen-
tes.

g) Para las empresas extranjeras, la declara-
ción de someterse a la jurisdicción de los Juzga-
dos y Tribunales españoles de cualquier orden
para todas las incidencias que de modo directo o
indirecto pudieran surgir del contrato, con renun-
cia, en su caso, al fuero jurisdiccional que pudiera
corresponder al licitador o candidato.
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2. Cuando, de conformidad con esta Ley Foral,
sea necesaria la presentación de otros documen-
tos deberán mencionarse en el pliego de cláusu-
las administrativas particulares y en el anuncio de
licitación.

3. Si la documentación aportada fuera incom-
pleta u ofreciese alguna duda se requerirá al licita-
dor que complete o subsane los certificados y
documentos presentados para acreditar la capaci-
dad y la solvencia económica y financiera, técnica
o profesional, otorgándole un plazo, según las cir-
cunstancias, de entre cinco y diez días.

4. Los pliegos de cláusulas administrativas par-
ticulares podrán establecer que la aportación ini-
cial de la documentación requerida en las letras
a), d) y e) del apartado 1 de este artículo se susti-
tuya por una declaración responsable del licitador
indicando que cumple las condiciones exigidas
para contratar. En tal caso, el licitador a cuyo favor
vaya a recaer la propuesta de adjudicación deberá
acreditar la posesión y validez de los documentos
exigidos en el plazo máximo de siete días desde
que la mesa de contratación o la unidad gestora
del contrato, en su caso, le notifiquen tal circuns-
tancia.

La falta de aportación de la documentación
necesaria en dicho plazo supondrá la exclusión
del licitador del procedimiento, con incautación de
las garantías constituidas para la licitación o con
abono por parte de éste de una penalidad equiva-
lente al 5 por 100 del importe estimado del contra-
to e indemnización complementaria de daños y
perjuicios en todo lo que exceda dicho porcentaje”.

Artículo 13. Se modifica el artículo 61 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 61. Funciones de la Mesa de Contrata-
ción

1. Son funciones de la Mesa de Contratación:

a) La calificación de la documentación acredi-
tativa de la personalidad y, en su caso, de la repre-
sentación así como de la documentación relativa a
las causas de exclusión para contratar.

b) La valoración de la solvencia económica y
financiera, técnica o profesional.

c) La admisión y, en su caso, selección de los
empresarios que hayan presentado su candidatu-
ra, en los procedimientos en que así se encuentre
previsto, y formular la invitación para la presenta-
ción de la oferta.

d) La valoración de la oferta técnica en los pro-
cedimientos cuyo criterio de adjudicación sea la
oferta más ventajosa.

e) La celebración de la apertura pública de las
ofertas económicas y la resolución de cuantas
incidencias ocurran en ella.

f) La valoración de la concurrencia de una ofer-
ta anormalmente baja, previa tramitación del pro-
cedimiento establecido en la presente Ley Foral.

g) Solicitar al licitador a cuyo favor vaya a
recaer la propuesta de adjudicación la aportación
de la documentación necesaria de acuerdo con el
pliego de cláusulas administrativas particulares.

h) La elevación de la propuesta de adjudica-
ción del contrato al órgano de contratación.

i) Cuantas funciones sean necesarias para la
calificación y valoración de las proposiciones, así
como para formular una propuesta de adjudica-
ción y aquéllas otras que le atribuyan las leyes.

2. A los miembros de la Mesa de Contratación
se les garantiza su derecho a emitir su parecer
cuando sea contrario al de la mayoría y a que
conste en acta su actitud razonada.

3. La Mesa de Contratación podrá solicitar,
antes de formular su propuesta, cuantos informes
considere precisos y se relacionen con el objeto
del contrato”.

Artículo 14. Se modifica el artículo 65 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 65. Desarrollo del procedimiento
abierto inferior al umbral comunitario.

El procedimiento abierto inferior al umbral
comunitario se ajustará a los siguientes trámites:

a) Elaboración de un informe por la unidad
gestora del contrato en el que se justifique la
necesidad o conveniencia de éste para la satisfac-
ción del interés público.

b) Autorización del órgano de contratación para
los contratos de obras de importe estimado supe-
rior a 300.000 euros, IVA excluido.

c) Elaboración de los pliegos de cláusulas
administrativas y de prescripciones técnicas parti-
culares por la unidad gestora del contrato. El plie-
go de cláusulas administrativas particulares podrá
tener un carácter simplificado, regulando las
siguientes cuestiones

c.1. Naturaleza y objeto del contrato.
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c.2. Identificación del órgano de contratación y
de la unidad gestora del contrato.

c.3. Importe del contrato.

c.4. Requisitos mínimos de solvencia.

c.5. Normas para la presentación de las ofer-
tas.

c.6. Designación de la Mesa de Contratación,
en su caso.

c.7. Criterios de adjudicación del contrato.

c.8. Posibilidad de modificar el contrato y por-
centaje máximo de incremento sobre el precio de
adjudicación.

c.9. Regulación de la forma de pago y, en su
caso, de la revisión de precios.

c.10. Régimen de impugnación de actos y
recursos, con mención de la obligación del licita-
dor de identificar una dirección electrónica para la
realización de notificaciones a través de medios
telemáticos.

d) Documento que acredite la existencia de
reserva de crédito de conformidad con la legisla-
ción presupuestaria aplicable.

e) Informe jurídico.

f) Anuncio de licitación en el Portal de Contra-
tación de Navarra, autorizado por el titular de la
unidad gestora del contrato, donde se encontrarán
plenamente accesibles la totalidad de los pliegos
de cláusulas administrativas y de prescripciones
técnicas particulares. En los contratos particular-
mente complejos en los que sea necesaria la con-
sulta de documentación complementaria, así
como en los proyectos de obra, se indicará la
dirección donde los interesados pueden obtener
dicha documentación.

g) Admisión de los licitadores presentados y,
en su caso, valoración de la oferta con exclusión
del precio ofertado, en los procedimientos cuyo
criterio de adjudicación sea la oferta más ventajo-
sa.

h) Apertura pública de las ofertas.

i) Propuesta de adjudicación efectuada por la
unidad gestora del contrato o por la Mesa de Con-
tratación.

j) Fiscalización del gasto por la Intervención.

k) Resolución de adjudicación dictada por el
órgano de contratación con aprobación del corres-
pondiente gasto”.

Artículo 15. Se modifica el artículo 68 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 68. Desarrollo del procedimiento res-
tringido inferior al umbral comunitario.

El procedimiento restringido inferior al umbral
comunitario se ajustará a los siguientes trámites:

a) Elaboración de un informe por parte de la
unidad gestora del contrato en el que se justifique
la necesidad o conveniencia del contrato para la
satisfacción del interés público.

b) Autorización del órgano de contratación para
los contratos de obras de importe estimado supe-
rior a 300.000 euros, IVA excluido.

c) Elaboración de los pliegos de cláusulas
administrativas y de prescripciones técnicas parti-
culares por la unidad gestora del contrato. El plie-
go de cláusulas administrativas particulares podrá
tener un carácter simplificado, regulando las
siguientes cuestiones:

c.1. Naturaleza y objeto del contrato.

c.2. Identificación del órgano de contratación y
de la unidad gestora del contrato.

c.3. Importe del contrato.

c.4. Requisitos y normas de valoración de la
solvencia.

c.5. Criterios para la selección de candidatos.

c.6. Normas para la presentación de las ofer-
tas.

c.7. Designación de la Mesa de Contratación,
en su caso.

c.8. Criterios de adjudicación del contrato.

c.9. Posibilidad de modificar el contrato y por-
centaje máximo de incremento sobre el precio de
adjudicación.

c.10. Regulación de la forma de pago y, en su
caso, de la revisión de precios.

c.11. Régimen de impugnación de actos y
recursos, con mención de la obligación del licita-
dor de identificar una dirección electrónica para la
realización de notificaciones a través de medios
telemáticos.

d) Documento que acredite la existencia de
reserva de crédito de conformidad con la legisla-
ción presupuestaria aplicable.

e) Informe jurídico.

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 23 / 27 de febrero de 2013

14



f) Anuncio de licitación en el Portal de Contra-
tación de Navarra, autorizado por el titular de la
unidad gestora del contrato, donde se encontrarán
plenamente accesibles la totalidad de los pliegos
de cláusulas administrativas y de prescripciones
técnicas particulares.

g) Selección de las empresas a las que se invi-
tará a presentar oferta, de acuerdo con los crite-
rios señalados en el pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares.

h) Envío simultáneo y por escrito de las invita-
ciones a presentar una oferta, señalando la fecha
límite de presentación de ofertas, la documenta-
ción que debe acompañar a la oferta, así como
las instrucciones precisas sobre el acto de apertu-
ra pública de las ofertas.

i) Valoración de la oferta, con exclusión del pre-
cio ofertado, en los procedimientos cuyo criterio
de adjudicación sea la oferta más ventajosa.

j) Apertura pública de las ofertas.

k) Propuesta de adjudicación efectuada por la
unidad gestora del contrato o por la Mesa de Con-
tratación.

l) Fiscalización del gasto por la Intervención.

m) Resolución de adjudicación dictada por el
órgano de contratación con aprobación del corres-
pondiente gasto”.

Artículo 16. Se modifica el artículo 74 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 74. Desarrollo del procedimiento nego-
ciado sin publicidad comunitaria.

1. En la documentación del procedimiento
deberán figurar el informe sobre las necesidades
que debe satisfacer el contrato elaborado por la
unidad gestora, las condiciones esenciales del
contrato, así como un informe jurídico y el docu-
mento que acredite la reserva de crédito conforme
a la legislación presupuestaria aplicable. Además,
en los contratos de obras de importe estimado
superior a 300.000 euros, IVA excluido, se preci-
sará autorización del órgano de contratación.

Las condiciones esenciales incluirán todos los
requisitos de carácter jurídico, económico y técni-
co imprescindibles para plantear una negociación
con los licitadores y deberán especificar los térmi-
nos de la negociación.

Dichas condiciones esenciales deberán rese-
ñar la obligación del licitador de señalar una direc-
ción electrónica para la realización de notificacio-

nes a través de medios telemáticos, a efectos de
la reclamación en materia de contratos públicos.

2. Las invitaciones a negociar deberán enviar-
se simultáneamente y por escrito, señalando la
fecha límite de presentación de propuestas, las
necesidades que busca cubrir la Administración
así como los términos de la negociación.

3. Durante la negociación se velará por que
todos los licitadores reciban igual trato. En particu-
lar, no se facilitará de forma discriminatoria infor-
mación que pueda dar ventajas a determinados
licitadores con respecto al resto. Deberán quedar
adecuadamente documentadas las invitaciones
cursadas, las negociaciones desarrolladas, así
como las propuestas u ofertas recibidas.

4. Finalizada la negociación, la unidad gestora
elevará una propuesta de adjudicación justificada.

5. El órgano de contratación dictará la resolu-
ción de adjudicación del contrato y aprobará el
gasto correspondiente, previa fiscalización por la
Intervención.

6. Específicamente en los contratos cuyo obje-
to consista en actividades docentes o de forma-
ción, desarrolladas en forma de cursos de forma-
ción o perfeccionamiento del personal al servicio
de la Administración o de acciones formativas
impartidas en centros públicos de formación para
el empleo, así como los seminarios, coloquios,
mesas redondas, conferencias, colaboraciones,
artículos científicos o preparación de materiales
por escrito y en aquellos contratos que se vayan a
adjudicar por su especialidad artística y activida-
des similares, los únicos tramites exigibles serán,
previa reserva de crédito, la designación o nom-
bramiento por el órgano competente y la presenta-
ción de la correspondiente factura.

7. Para la suscripción a revistas y otras publica-
ciones, cualquiera que sea su soporte, así como
para la contratación del acceso a la información
contenida en bases de datos especializadas cuyo
valor estimado sea inferior a 200.000 euros, los
únicos trámites exigibles serán la previa reserva
de crédito, conforme a la legislación presupuesta-
ria aplicable, y la presentación de la correspon-
diente factura. Esta contratación se realizará con
sujeción a las condiciones generales que apliquen
proveedores, incluyendo las referidas a fórmulas
de pago, y el abono del precio en estos casos se
hará en la forma prevenida en las condiciones que
rijan estos contratos, siendo admisible el pago con
anterioridad a la entrega o realización de la pres-
tación, siempre que ello responda a los usos habi-
tuales del mercado.
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Cuando los contratos a que se refiere el apar-
tado anterior se celebren por medios electrónicos,
informáticos o telemáticos, las entidades contra-
tantes tendrán la consideración de consumidores,
a los efectos previstos en la legislación de servi-
cios de la sociedad de la información y comercio
electrónico”.

Artículo 17. Se modifica el artículo 92 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 92. Adjudicación del contrato.

1. En los procedimientos de adjudicación cuyo
criterio sea únicamente el precio ofertado la adju-
dicación deberá recaer en el plazo máximo de
veinte días contados a partir del día siguiente al
de la apertura pública de ofertas.

2. En los procedimientos cuyo criterio de adju-
dicación sea la oferta más ventajosa el órgano de
contratación adjudicará el contrato en el plazo
máximo de un mes desde el acto de apertura
pública del precio ofertado, salvo que en el pliego
de cláusulas administrativas particulares se haya
establecido otro plazo.

3. De no dictarse en plazo el acuerdo de adju-
dicación los empresarios admitidos a licitación
tendrán derecho a retirar su proposición sin pena-
lidad alguna.

4. La resolución de adjudicación del órgano de
contratación se acomodará a la propuesta de
adjudicación salvo en los casos en se haya efec-
tuado con infracción del ordenamiento jurídico en
los que, previo informe vinculante de la Junta de
Contratación Pública, la licitación quedará sin
efecto, salvo en los casos en que la infracción
afecte exclusivamente al licitador a cuyo favor se
hace la propuesta, en los que la adjudicación se
hará a favor del siguiente licitador en el orden de
valoración de las ofertas que no se encuentre
afectado por la infracción.

5. La resolución de adjudicación contendrá, al
menos, los motivos por los que se ha rechazado
una candidatura u oferta, las características o ven-
tajas de la oferta seleccionada y la fecha en que la
adjudicación adquirirá plena eficacia, y se notifica-
rá a los interesados de conformidad con lo dis-
puesto en la legislación reguladora del procedi-
miento administrativo.

Excepcionalmente, se podrán omitir datos de la
oferta seleccionada cuando ello constituya un obs-
táculo a la aplicación de la legislación, sea contra-
ria al interés público, perjudique los intereses
comerciales legítimos de las empresas o pueda
perjudicar la competencia leal entre ellas.

6. En los procedimientos de adjudicación cuyo
criterio sea la oferta más ventajosa se podrá
declarar desierta la licitación por motivos de inte-
rés público, aunque las ofertas presentadas sean
conformes al pliego de cláusulas administrativas y
de condiciones técnicas particulares, cuando con-
curran circunstancias de carácter fáctico o jurídico
que de modo lógico y razonable impongan la pre-
valencia de dicho interés a la vista de las necesi-
dades que busca satisfacer el contrato.

7. Lo dispuesto en este artículo se entenderá
sin perjuicio de las facultades del órgano de con-
tratación de desistimiento o renuncia por motivos
de interés público de una licitación, de un acuerdo
marco, de la implantación de un sistema dinámico
de compra, o de un contrato formalizado y cuya
ejecución no se haya iniciado. En los casos en
que el órgano de contratación ejercite dichas
facultades, la resolución administrativa será moti-
vada y se notificará a los interesados de conformi-
dad con lo dispuesto en la legislación reguladora
del procedimiento administrativo”.

Artículo 18. Se modifica el artículo 93 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 93. Perfección de los contratos.

1. Los contratos de la Administración se perfec-
cionan mediante la adjudicación realizada por el
órgano de contratación competente, cualquiera
que sea el procedimiento de adjudicación emplea-
do.

2. La eficacia de la adjudicación quedará sus-
pendida de acuerdo con las siguientes normas:

a) En los contratos de obras, suministro y asis-
tencia de valor estimado inferior al umbral comuni-
tario, durante el plazo de 10 días naturales conta-
dos desde la fecha de remisión de la notificación
de la adjudicación.

b) En los contratos de obras, suministro y asis-
tencia de valor estimado superiores al umbral
comunitario así como en las concesiones de obras
y servicios, durante el plazo de 15 días naturales
contados desde la fecha de remisión de la notifica-
ción de la adjudicación.

A tal efecto en los expedientes deberá constar
certificación de la fecha de remisión de la notifica-
ción de la adjudicación.

3. El acto de adjudicación quedará suspendido
por la mera interposición de una reclamación en
materia de contratación pública hasta el momento
en que se resuelva dicha reclamación.
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4. Los contratos derivados de los Acuerdos
Marco y de los Sistemas Dinámicos de Compras
serán eficaces desde la fecha de la notificación de
la adjudicación”.

Artículo 19. Se modifica el artículo 94 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 94. Formalización de los contratos.

1. Los contratos se formalizarán en documento
administrativo en el plazo de 15 días naturales
contados desde la terminación del plazo de sus-
pensión de la adjudicación. Los contratos formali-
zados en documento administrativo constituirán
título suficiente para acceder a cualquier tipo de
registro público.

2. Si el contrato no se formalizase en plazo por
causas imputables al contratista, el órgano de
contratación podrá optar por resolver el contrato,
previa audiencia del interesado, con incautación
de las garantías constituidas para la licitación o
con abono por parte de éste de una penalidad
equivalente al 5 por 100 del valor estimado del
contrato e indemnización complementaria de
daños y perjuicios en todo lo que exceda dicho
porcentaje, o bien conceder un nuevo plazo impro-
rrogable con aplicación del régimen de penalida-
des previsto en el pliego de cláusulas administrati-
vas particulares para la demora en la ejecución
del contrato.

3. Cuando la falta de formalización del contrato
en plazo fuese imputable a la Administración el
contratista podrá solicitar la resolución del contrato
y la indemnización de daños y perjuicios proce-
dente.

4. No podrá iniciarse la ejecución del contrato
sin la previa formalización del mismo sin perjuicio
de lo previsto para la contratación en supuestos
de emergencia, los contratos con tramitación de
urgencia y los procedimientos cuya única docu-
mentación exigible sea la correspondiente factura”.

Artículo 20. Se modifica el artículo 97 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 97. Publicidad de las adjudicaciones.

1. Las adjudicaciones de contratos cuyo impor-
te sea igual o superior a 50.000 euros, IVA exclui-
do, se anunciarán en el Portal de Contratación de
Navarra en el plazo de 48 días desde la adjudica-
ción del contrato. Los anuncios de adjudicación de
los contratos en los que no se haya publicado un
anuncio de licitación incluirán una explicación

sucinta de las circunstancias de hecho y funda-
mentos de derecho que lo han justificado.

En el caso de los contratos basados en un Sis-
tema dinámico de compra previo, podrá sustituirse
la publicidad individual de cada adjudicación agru-
pando los contratos adjudicados trimestralmente,
comenzando el cómputo del plazo de 48 días una
vez finalizado el trimestre.

Quedan exceptuados de la obligación de publi-
cidad de la adjudicación los contratos de importe
inferior al umbral comunitario efectuada al amparo
de un Acuerdo marco o de un Sistema dinámico
de compra, siempre que se haya publicado un
anuncio informando de los contratistas selecciona-
dos.

2. Las adjudicaciones de contratos o los resul-
tados de la licitación de los Acuerdos marco de
importe superior al umbral comunitario se anun-
ciarán en el Diario Oficial de la Unión Europea, de
conformidad con los modelos oficiales, en el plazo
establecido en el apartado 1 de este artículo.

Quedan exceptuadas de la obligación de publi-
cidad las adjudicaciones de contratos superiores
al umbral comunitario basadas en un Acuerdo
Marco previo.

3. La adjudicación de los contratos de asisten-
cia enumerados en el Anexo II B de esta Ley Foral
cuyo importe sea superior al umbral comunitario
deberá remitirse al Diario Oficial de la Unión Euro-
pea, de conformidad con los modelos oficiales,
indicando si se desea la publicación de dicha
información.

4. Las adjudicaciones de los contratos de valor
estimado superior al umbral comunitario que de
conformidad con el criterio del órgano de contrata-
ción estén incluidos en alguno de los supuestos
de exención de publicación del anuncio de licita-
ción en el Diario Oficial de la Unión Europea pre-
vistos en esta Ley Foral, serán objeto de un anun-
cio de “Transparencia previa voluntaria” en el
Diario Oficial de la Unión Europea, de conformi-
dad con los modelos oficiales, quedando la adjudi-
cación sometida a un plazo suspensivo de 15 días
naturales desde la fecha de publicación del anun-
cio, con el objeto de evitar la sanción de nulidad
de pleno derecho prevista en el artículo 126 de la
presente Ley Foral en el caso de que se interpon-
ga una reclamación en materia de contratación
pública.

5. El acuerdo del órgano de contratación de
modificar un contrato o adjudicar contratos acce-
sorios o complementarios se publicará, en todo
caso en el Portal de Contratación de Navarra, figu-
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rando las circunstancias que lo justifican, su alcan-
ce y el importe del mismo, con el fin de garantizar
el uso adecuado de esta potestad.

Igualmente, esta decisión se notificará a los
licitadores que fueron admitidos, incluyendo ade-
más, la información necesaria que permita al lici-
tador interponer, en su caso, recurso suficiente-
mente fundado contra la decisión de modificación,
de no ajustarse a los requerimientos legales.

6. Asimismo, extinguidos los contratos principal
y complementarios, se publicarán en Internet, pre-
ferentemente en la Web de la entidad contratante,
los siguientes datos: precio de licitación, plazo de
ejecución contractual, número y nombre de los
licitadores, nombre del adjudicatario, precio de
adjudicación, porcentaje de baja respecto del pre-
cio de licitación, número de modificaciones del
contrato y su importe, precio de liquidación final  y
porcentaje de desvío del precio de liquidación res-
pecto del precio de licitación. Seguidamente se
incorporarán los mismos datos respecto de los
contratos complementarios”.

Artículo 21. Se modifica el artículo 105, de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 105. Modificación del contrato admi-
nistrativo.

1. Una vez perfeccionado el contrato, el órgano
de contratación sólo podrá introducir modificacio-
nes en las prestaciones que lo integran por moti-
vos de interés público, debiendo limitarse a intro-
ducir las variaciones estrictamente indispensables
para responder a la causa objetiva que las haga
necesarias.

2. Los contratos podrán modificarse, siempre
que no se afecte al contenido esencial del contrato
ni dichas prestaciones puedan separarse del pro-
yecto o contrato inicial sin causar graves inconve-
nientes al interés público, en los siguientes casos:

a) cuando haya sido prevista la posibilidad de
modificación en los pliegos o en el anuncio de lici-
tación 

Dicha posibilidad deberá expresarse de forma
clara, precisa e inequívoca, manifestando las cir-
cunstancias cuya concurrencia la permitan, que
deberán poder verificarse de forma objetiva. Igual-
mente se determinará el alcance y límites de las
modificaciones que pueden acordarse con expre-
sa indicación del porcentaje del precio de adjudi-
cación del contrato al que como máximo puedan
afectar.

En este supuesto también se indicará en el
pliego el procedimiento que haya de seguirse para
modificar el contrato, siempre que la modificación
requiera algún trámite adicional a los recogidos en
los artículos siguientes. En otro caso, la modifica-
ción se tramitará conforme a lo previsto en los
citados artículos.

b) cuando la necesidad de la modificación se
justifique suficientemente por la concurrencia de
circunstancias imprevisibles para una entidad
adjudicadora diligente.

Las restantes modificaciones se calificarán de
sustanciales y se considerarán una nueva adjudi-
cación.

3. El importe acumulado de todas las modifica-
ciones no podrá exceder del 20 por 100 del precio
de adjudicación del contrato.

4. No se podrá modificar el contrato en los
siguientes casos:

a) Cuando la modificación tenga por objeto
subsanar deficiencias en la ejecución del contrato
por el contratista o sus consecuencias, que pue-
dan solucionarse mediante la exigencia y cumpli-
miento de las obligaciones contractuales o de la
responsabilidad del contratista.

b) Cuando se trate de obras, asistencias o
suministros que, no figurando en el contrato o pro-
yecto inicial, sean susceptibles de aprovechamien-
to independiente o se cumplan los requisitos esta-
blecidos para la contratación de trabajos
complementarios previstos en el artículo 73.

5. Las modificaciones que cumpliendo las ante-
riores exigencias produzcan aumento, reducción,
supresión o sustitución de unidades contempladas
en el contrato, siempre que la sustitución se reali-
ce entre unidades comprendidas en el mismo,
serán obligatorias para el contratista. En los casos
de supresión o reducción, el contratista no tendrá
derecho a reclamar indemnización alguna.

6. Las modificaciones en los contratos de con-
cesión de obras públicas y concesión de servicios
se regirán por lo dispuesto en este artículo sin
perjuicio de la aplicación de sus normas específi-
cas. Las modificaciones del contrato de concesión
de obras públicas durante la ejecución de las
obras se ajustarán a lo previsto para el contrato de
obras”.

Artículo 22. Se modifica el artículo 106 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:
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“Artículo 106. Fijación de precios en el caso de
modificación del contrato con inclusión de nuevas
unidades.

1. En los contratos de obras, cuando la modifi-
cación del contrato suponga la introducción de
nuevas unidades no comprendidas en el contrato
o cuyas características difieran sustancialmente
de ellas, los precios se fijarán mediante negocia-
ción entre la Administración y el contratista. De no
llegarse a un acuerdo el contratista podrá solicitar
de la Junta de Contratación Pública un arbitraje
para la fijación de éstos o bien desistir de la ejecu-
ción de las nuevas unidades.

En los casos en que el contratista desista de la
ejecución de nuevas unidades, la Administración
podrá licitar su ejecución mediante procedimiento
negociado sin publicidad comunitaria al amparo
del artículo 73.1.c).

2. En los contratos de obras no será necesaria
la tramitación de un expediente de modificación
por inclusión de nuevas unidades en los casos en
que el órgano de contratación haya dispuesto en
la resolución de adjudicación un crédito global a
favor de la unidad gestora, cuyo importe no podrá
exceder 10 por 100 del precio de adjudicación del
contrato, siempre que dicho porcentaje se encuen-
tre contemplado en el pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares y se haya incorporado al valor
estimado del contrato conforme al artículo 24 de
la presente Ley Foral.

Para la aplicación de dicho crédito global será
necesaria la emisión de un informe de la dirección
facultativa, que deberá contar con la conformidad
del contratista. Dicho informe deberá ser ratificado
por la Intervención delegada y por el Director del
Servicio del que dependa la unidad gestora del
contrato.

La aplicación de dicho crédito global se incluirá
en las certificaciones o pagos parciales y en la
certificación final del contrato sin más trámite.

No obstante, si con posterioridad se hiciese
necesario tramitar una modificación del contrato
se deberán incluir estas variaciones en el expe-
diente de modificación.

3. En los contratos de suministro y asistencia,
cuando la modificación suponga la introducción de
unidades nuevas no comprendidas en el contrato
o cuyas características difieran sustancialmente
de ellas, los precios deberán ser fijados en un pro-
ceso de negociación. De no mediar acuerdo entre
la Administración y el contratista, la Administración
podrá licitar dichas unidades nuevas a través del

procedimiento negociado sin publicidad comunita-
ria al amparo del artículo 73.1.c).

No obstante, no podrá recurrirse a este proce-
dimiento cuando el importe de las sucesivas modi-
ficaciones exceda del 20 por ciento del precio de
adjudicación del contrato inicial”.

Artículo 23. Se modifica el artículo 108 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 108. Variaciones de unidades que no
precisan expediente de modificación.

En los casos en que así se encuentre previsto
en el pliego de cláusulas administrativas particula-
res y se haya computado en el valor estimado del
contrato, cuando se produzca un aumento en el
número de unidades realmente ejecutadas sobre
las previstas en el proyecto de obra o en el contra-
to inicial, siempre que el incremento del gasto no
sea superior al porcentaje señalado en el pliego
de cláusulas administrativas que no podrá exceder
del 10 por 100 del precio de adjudicación del con-
trato, se incluirán en las certificaciones o pagos
parciales y en la certificación final del contrato sin
más trámite.

No obstante, si producido el aumento de unida-
des ejecutadas, se hiciese necesario tramitar una
modificación, se deberán incluir estas variaciones
en el expediente de modificación.

En todo caso, el importe de las variaciones del
número de unidades sumado al de las modifica-
ciones del contrato no podrá exceder del límite del
porcentaje señalado en el pliego de cláusulas
administrativas, porcentaje que en ningún caso
podrá exceder del 20 por 100 del precio de adjudi-
cación del contrato”.

Artículo 24. Se modifica el artículo 114 de la
Ley Foral 6/2006, al que se da la siguiente redac-
ción:

“Artículo 114. Plazo para el pago e intereses de
demora

1. La Administración tendrá la obligación de
abonar el precio del contrato en el plazo de treinta
días naturales desde la recepción en el registro
del órgano de contratación competente de la
correspondiente factura o documento equivalente
que acredite la realización total o parcial del con-
trato. En el caso de los contratos de obras este
plazo se computará desde la expedición de las
certificaciones de obras.

En caso de que la fecha de recibo de la factura
o de la solicitud de pago equivalente resulte dudo-
sa, el plazo de abono será de 30 días naturales
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después de la fecha de recepción de los bienes o
de la prestación de los servicios.

Si el deudor recibe la factura o la solicitud de
pago equivalente antes que los bienes o servicios,
será 30 días naturales después de la fecha de
recepción de los bienes o de la prestación de los
servicios.

Si el deudor recibe la factura o la solicitud de
pago equivalente antes o al mismo tiempo de la
celebración del acto de recepción o conformidad
regulado en el artículo 122.2, el plazo de abono
será de 30 días naturales después de dicho acto.
Si este acto no se celebrase en el plazo estableci-
do por causas imputables a la Administración, se
considerará celebrado el último día del plazo.

2. Los plazos a que se refiere el apartado ante-
rior serán de 60 días naturales en el caso de enti-
dades públicas que presten servicios de asisten-
cia sanitaria y que estén reconocidas para ello.

3. Transcurridos dichos plazos sin haberse rea-
lizado el pago, la cantidad adeudada devengará
automáticamente un interés de demora, sin nece-
sidad de intimación o requerimiento, equivalente a
la suma del tipo de interés aplicado por el Banco
Central Europeo a su más reciente operación prin-
cipal de refinanciación, efectuada antes del primer
día natural del semestre del que se trate, más
ocho puntos porcentuales, salvo que en las condi-
ciones reguladoras se haya establecido otro
mayor. No obstante, en el caso del contrato de
obras, si se produce la demora, la fecha de inicio
para el cálculo de los intereses de demora será la
del trigésimo día natural desde la expedición de
las certificaciones de obras.

4. Si la demora en el pago fuese superior a
cuatro meses el contratista podrá proceder, en su
caso, a la suspensión del cumplimiento del contra-
to, previa comunicación a la Administración con un
mes de antelación, a efectos del reconocimiento
de los derechos que puedan derivarse de dicha
suspensión, en los términos establecidos en esta
Ley Foral.

5. Si la demora en el pago fuese superior a
ocho meses, el contratista tendrá derecho, asimis-
mo, a resolver el contrato y al resarcimiento de los
perjuicios que como consecuencia de ello se le
originen.

6. En los casos en que sea exigible el interés
de demora, el contratista además tendrá derecho
a cobrar una cantidad fija de 40 euros en concepto
de compensación por los costes de cobro en que
haya incurrido y además una compensación razo-
nable por todos los costes de cobro que superen

los 40 euros y que acredite que haya sufrido como
consecuencia de la demora en el pago imputable
a la Administración.

7. Transcurrido el plazo a que se refiere el apar-
tado 1 los contratistas podrán reclamar por escrito
a la Administración contratante el cumplimiento de
la obligación de pago y, en su caso, de los intere-
ses de demora. Si, transcurrido el plazo de un
mes, la Administración no hubiera contestado, se
entenderá reconocido el vencimiento del plazo de
pago y los interesados podrán formular recurso
contencioso-administrativo contra la inactividad de
la Administración, pudiendo solicitar como medida
cautelar el pago inmediato de la deuda”.

Artículo 25. Se modifica el artículo 122. 2 de la
Ley Foral 6/2006, al que se da la siguiente redac-
ción:

“Artículo 122. Cumplimiento de los contratos y
recepción.

2. En cualquier caso, para la constatación del
cumplimiento la Administración realizará un acto
formal y positivo de recepción o conformidad en el
plazo máximo de quince días desde la entrega o
realización del objeto del contrato. En el caso de
los contratos de obras y de concesión de obras
públicas el pliego de cláusulas administrativas
particulares podrá ampliar el plazo hasta 30 días
después de la finalización de las obras”.

Artículo 26. Se modifica el artículo 124 de la
Ley Foral 6/2006, al que se da la siguiente redac-
ción:

“Artículo 124. Causas de resolución de los con-
tratos administrativos.

1.i) (SUPRIMIDA)

2. El contrato se resolverá automáticamente
cuando las modificaciones en el mismo, aunque
fueran sucesivas, impliquen aislada o conjunta-
mente alteraciones en el precio en cuantía supe-
rior, en más o en menos, al 20 por 100 del precio
de adjudicación con exclusión del Impuesto sobre
el Valor Añadido”.

Artículo 27. Se modifica el artículo 126, de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 126. Causas de invalidez.

1. Son causas específicas de invalidez de los
contratos celebrados por la Administración las
señaladas en los apartados siguientes.

2. Son causas de nulidad de Derecho adminis-
trativo:
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a) Las causas de nulidad establecidas con
carácter general en la legislación reguladora del
procedimiento administrativo.

b) La carencia o insuficiencia de crédito en el
momento de la adjudicación, de conformidad con
lo establecido en la normativa de carácter presu-
puestario aplicable a la Administración Pública en
cuestión, salvo los supuestos de procedimientos
de emergencia.

c) Encontrarse incurso el adjudicatario en algu-
na de las causas de exclusión de la licitación
señaladas en esta Ley Foral.

d) La falta de solvencia económica y financiera,
técnica o profesional del contratista, debidamente
acreditada.

e) La adjudicación de un contrato sin anuncio
de licitación previo cuando éste sea preceptivo de
acuerdo con las normas de la presente Ley Foral.

f) La formalización del contrato con infracción
del periodo suspensivo de la adjudicación estable-
cido en el artículo 93.2 de la presente Ley Foral o
mientras se tramita una reclamación en materia
de contratación pública contra la adjudicación.

3. Son causas de anulabilidad de Derecho
administrativo las demás infracciones a lo dis-
puesto en esta Ley Foral y al resto del ordena-
miento jurídico.

4. La falta de capacidad jurídica o de obrar del
contratista y las demás causas de invalidez de los
contratos reconocidas en el Derecho civil que
resulten de aplicación a la contratación administra-
tiva, se sujetarán a los requisitos y plazos de ejer-
cicio de las acciones establecidos en el ordena-
miento civil, pero el procedimiento para hacerlas
valer se someterá a lo dispuesto para la invalidez
de los actos y contratos administrativos”.

Artículo 28. Se modifica el artículo 133.1 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, que tendrá la siguiente redacción:

“1. En los casos de contratación conjunta de
proyecto y obra, el empresario presentará el pro-
yecto de la obra previa redacción por la Adminis-
tración del correspondiente anteproyecto o docu-
mento similar. Cuando por causas justificadas
fuera conveniente al interés público, la Administra-
ción podrá limitarse a redactar las bases técnicas
a las que el proyecto deba ajustarse. Estas contra-
taciones tendrán carácter excepcional y sólo podrá
efectuarse en los siguientes supuestos: a) cuando
motivos de orden técnico obliguen necesariamen-
te a vincular al contratista a los estudios de obras;
b) cuando se trate de obras cuya dimensión

excepcional o dificultades técnicas singulares
requieran soluciones aportadas con medios y
capacidad técnica propias de la empresa”.

Artículo 29. Se modifica el artículo 144 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 144. Financiación de las obras públi-
cas construidas mediante contrato de concesión.

1. Las obras públicas objeto de concesión
serán financiadas, total o parcialmente, por el con-
cesionario que, en todo caso, asumirá el riesgo en
función de la inversión realizada.

2. El concesionario podrá recurrir a la financia-
ción privada para hacer frente a sus obligaciones
contractuales pudiendo obtenerla mediante la con-
tratación de préstamos o créditos con entidades
de crédito de acuerdo con el ordenamiento jurídico
vigente. Dichos contratos deberán ser comunica-
dos al órgano de contratación en el plazo de un
mes desde su suscripción.

Asimismo, el concesionario podrá recurrir a
otros medios de financiación privada previa autori-
zación del órgano de contratación.

3. Cuando existan razones de rentabilidad eco-
nómica o social o concurran singulares exigencias
derivadas del fin público o interés general de la
obra objeto de concesión, la Administración podrá
también aportar recursos públicos para su finan-
ciación, siempre que ello se haya especificado en
el pliego de cláusulas administrativas y se haya
computado su cuantía en el valor estimado seña-
lado en el anuncio de licitación, debiendo respe-
tarse en todo caso el principio de asunción de
riesgo por el concesionario.

4. La construcción de la obra pública objeto de
concesión podrá asimismo ser financiada con
aportaciones de otras Administraciones públicas
distintas a la concedente, en los términos que se
contengan en el correspondiente convenio, y con
la financiación que pueda provenir de otros orga-
nismos nacionales o internacionales”.

Artículo 30. Se modifica el artículo 162 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 162. Modificación de la obra pública.

1. En los términos previstos en esta Ley Foral,
la Administración podrá acordar la modificación o
la ampliación de la obra pública, así como la reali-
zación de obras complementarias directamente
relacionadas con el objeto de la concesión durante
la vigencia de ésta, procediéndose, en su caso, a
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la revisión del plan económico-financiero al objeto
de acomodarlo a las nuevas circunstancias.

2. Si la modificación afectase al equilibrio eco-
nómico de la concesión se estará a lo dispuesto
en el artículo 157.

3. Las modificaciones que, por sus característi-
cas físicas y económicas, permitan su explotación
independiente serán objeto de nueva licitación
para su construcción y explotación”.

Artículo 31. Se modifica el artículo 183 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 183. Concurso de proyectos 

1. Para la elaboración de planes o proyectos
singulares, principalmente en los campos de la
ordenación territorial, el urbanismo, la arquitectura,
la ingeniería y el procesamiento de datos, la Admi-
nistración utilizará el concurso de proyectos,
caracterizado por la intervención de un Jurado
compuesto exclusivamente por personas físicas
independientes de los participantes.

2. El órgano de contratación aprobará previa-
mente las normas reguladoras del concurso y
publicará un anuncio de la convocatoria. Para la
determinación de los medios en que se publicará
el anuncio se atenderá al valor de los eventuales
premios o pagos a los participantes que se pue-
dan establecer, computándose, en su caso, el
importe de los contratos que se deriven del con-
curso.

Cuando la cuantía del concurso sea igual o
superior a 200.000 euros, IVA excluido, se publica-
rá un anuncio en el Diario Oficial de la Unión
Europea de acuerdo con los modelos oficiales
establecidos.

3. El concurso podrá ser abierto o establecerse
un trámite de selección previa. Cuando se opte
por un concurso con previa selección de candida-
tos los criterios de selección deberán ser claros,
objetivos y de carácter no discriminatorio. Las nor-
mas del concurso establecerán el número de can-
didatos a los que se invitará a presentar un pro-
yecto, debiendo invitarse como mínimo a los cinco
candidatos de mejor puntuación.

4. Los proyectos se presentarán de forma anó-
nima, debiendo respetarse el anonimato hasta el
momento en que el Jurado haga público su dicta-
men o decisión.

5. El Jurado adoptará sus decisiones o dictá-
menes con total independencia, atendiendo única-
mente a los criterios indicados en el anuncio de la
celebración del concurso. No obstante, cuando en

virtud de la normativa sectorial se exija una cualifi-
cación profesional específica al menos un tercio
de los miembros del Jurado deberán tener dicha
cualificación profesional u otra equivalente.

Los miembros del Jurado estarán sometidos a
las causas de abstención o recusación estableci-
das en la legislación reguladora del procedimiento
administrativo.

6. El Jurado elaborará un informe sobre el
resultado del concurso, firmado por todos sus
miembros, donde constará la clasificación de cada
proyecto de acuerdo con las normas del concurso
junto con las observaciones y demás aspectos
que requieran aclaración.

7. La adjudicación de contratos al ganador de
un concurso de proyectos, siempre que supongan
una continuidad del concurso y esté previsto en
sus condiciones, podrá realizarse por procedi-
miento negociado sin publicidad comunitaria. Si
existieren varios ganadores se deberá invitar a
todos a participar en la negociación”.

Artículo 32. Se modifica el artículo 184 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 184. Ámbito de aplicación.

Los contratos de obras, suministro, asistencia y
las concesiones de obras públicas y de servicios
celebrados por las personas y entidades señala-
das en las letras e) y f) del artículo 2.1 se prepara-
rán y adjudicarán conforme a las disposiciones de
este Libro, y en cuanto a sus efectos y extinción se
regirán por las disposiciones del Derecho Civil o
Mercantil sin perjuicio del régimen de modificacio-
nes del contrato previsto en el Libro Primero y de
reclamaciones establecido en el siguiente Libro”.

Artículo 33. Se modifica el artículo 195 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 195. Subsanación de la documenta-
ción y aclaración de ofertas.

1. En los casos en que la documentación acre-
ditativa de la solvencia económica y financiera,
técnica o profesional sea incompleta o presente
alguna duda, se requerirá a los licitadores para
que completen o subsanen los certificados y
documentos presentados, otorgándoles un plazo
de, al menos, cinco días.

Las condiciones reguladoras podrán establecer
que la aportación inicial de la documentación se
sustituya por una declaración responsable del lici-
tador indicando que cumple las condiciones esta-
blecidas en esta Ley Foral para contratar. En tal
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caso, el licitador a cuyo favor vaya a recaer la pro-
puesta de adjudicación deberá acreditar la pose-
sión y validez de los documentos exigidos en el
plazo máximo de siete días desde que se le notifi-
que tal circunstancia. La falta de aportación de la
documentación necesaria en dicho plazo supon-
drá la exclusión del licitador del procedimiento,
con la incautación de las garantías constituidas
para la licitación o con abono por parte de éste de
una penalidad equivalente al 5 por 100 del importe
estimado del contrato e indemnización comple-
mentaria de daños y perjuicios en todo lo que
exceda dicho porcentaje.

2. En los procedimientos cuyo criterio de adju-
dicación sea el de la oferta más ventajosa, cuando
se considere que la oferta presentada adolece de
oscuridad o de la concreción suficiente, se podrán
solicitar aclaraciones complementarias, respetan-
do en todo caso el principio de igualdad de trato
de los licitadores. Las aclaraciones complementa-
rias no podrán modificar la oferta presentada. El
plazo para formular aclaraciones complementarias
no podrá ser inferior a cinco días.

Las facultades de aclaración no podrán ejerci-
tarse respecto del precio ofertado, salvo en aque-
llos casos en que éste venga referido a una fórmu-
la, ecuación o similar en cuyo caso podrá
solicitarse aclaración sobre los factores que la
integran”.

Artículo 34. Se modifica el artículo 200 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 200. Información a los candidatos y
licitadores y comunicación de la decisión de adju-
dicación.

1. Las entidades contratantes informarán a los
candidatos y licitadores, cuanto antes y por escri-
to, de las decisiones que hayan adoptado en los
procedimientos de licitación, incluidos los motivos
de renuncia a un contrato ya licitado.

2. La decisión de adjudicación de contratos
tendrá suspendidos sus efectos de acuerdo con
las siguientes normas:

a) En los contratos de obras, suministro y asis-
tencia de valor estimado inferior al umbral comuni-
tario, durante el plazo de 10 días naturales conta-
dos desde la fecha de remisión de la
comunicación de adjudicación o, en su caso,
desde la publicación de la adjudicación.

b) En los contratos de obras, suministro y asis-
tencia de valor estimado superior al umbral comu-
nitario así como en las concesiones de obras y
servicios, durante el plazo de 15 días naturales

contados desde la fecha de remisión de la comu-
nicación de adjudicación o, en su caso, desde la
publicación de la adjudicación.

3. Adoptada la decisión de adjudicación, en el
plazo de 15 días se enviará a los licitadores una
comunicación que deberá contener una exposi-
ción sucinta de las características y ventajas de la
oferta seleccionada así como el nombre del adju-
dicatario o de las empresas seleccionadas para el
Acuerdo marco, con indicación de la fecha de tér-
mino del periodo de suspensión señalado en el
apartado anterior y los datos necesarios para una
eventual interposición de una reclamación en
materia de contratación pública. En el caso aque-
llos licitadores que hubieran sido inadmitidos, se
incluirá además en dicha comunicación, las cau-
sas de la misma.

4. Quedan exceptuados de la obligación de
comunicación, previo informe de la Junta de Con-
tratación Pública, determinados datos sobre la
adjudicación de los contratos, la celebración de
los acuerdos marco o la admisión a un sistema
dinámico de adquisición cuya difusión pudiera
obstaculizar la aplicación de las Leyes, ser contra-
ria al interés público o perjudicar los intereses
comerciales legítimos de las empresas o la com-
petencia leal entre ellos”.

Artículo 35. Se modifica el artículo 202 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 202. Formalización de los contratos.

1. Los contratos se formalizarán en el plazo de
15 días naturales contados desde la terminación
del plazo de suspensión de la adjudicación esta-
blecido en el artículo 200.2 de la presente Ley
Foral, salvo que se haya interpuesto una reclama-
ción en materia de contratación pública contra la
adjudicación del contrato, lo que conllevará igual-
mente la suspensión de la adjudicación.

2. No podrá iniciarse la ejecución del contrato
sin la previa formalización del mismo, sin perjuicio
de lo previsto para la contratación en supuestos
de emergencia y los procedimientos cuya única
documentación exigible sea la correspondiente
factura”.

Artículo 36. Se modifica el artículo 206 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 206. Invalidez de los contratos.

Serán causas de invalidez de los contratos
contemplados en este Libro las establecidas en el
Derecho Civil o Mercantil.
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Además de dichas causas, los contratos con-
templados en este Libro serán nulos de pleno
derecho cuando lo sea alguno de sus actos prepa-
ratorios o el de adjudicación por concurrir en ellos
alguna de las siguientes causas:

a) Encontrarse incurso el adjudicatario en algu-
na de las causas de exclusión de la licitación
señaladas en esta Ley Foral.

b) La falta de solvencia económica y financiera,
técnica o profesional del contratista, debidamente
acreditada.

c) El incumplimiento de las normas de publici-
dad, concurrencia y transparencia en la licitación o
adjudicación del contrato.

d) La adjudicación de un contrato sin anuncio
de licitación previo cuando éste sea preceptivo de
acuerdo con las normas de la presente Ley Foral.

e) La formalización del contrato con infracción
del periodo suspensivo de la adjudicación estable-
cido en el artículo 200.2 de la presente Ley Foral 

f) La formalización del contrato mientras se tra-
mita una reclamación en materia de contratación
pública contra la resolución de adjudicación.

El incumplimiento de las restantes normas
establecidas en el presente Libro respecto a los
actos de licitación o adjudicación del contrato con-
llevarán su anulabilidad”.

Artículo 37. Se modifica el artículo 208 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 208. Junta de Contratación Pública.

1. La Junta de Contratación Pública es el órga-
no colegiado con independencia funcional y ads-
cripción orgánica al Departamento competente en
materia de economía que tiene como misión velar
por el buen funcionamiento del sistema de contra-
tación pública de las entidades citadas en el artí-
culo 2 de la presente Ley Foral.

2. La Junta de Contratación Pública será presi-
dida por el Consejero competente en materia de
economía, se integrará con representantes de las
Administraciones e instituciones sometidas a la
presente Ley Foral así como por representantes
de las empresas y profesionales que intervengan
en las licitaciones. En todo caso, los miembros de
la Junta deberán necesariamente tener especial
preparación en materia de contratación pública.

3. La Junta de Contratación Pública funcionará
en Pleno y Comisiones. Existirá una Comisión
Permanente como órgano estable de la misma.

4. Corresponderán a la Junta de Contratación
Pública las siguientes funciones:

a) Informar y, en su caso, proponer las normas,
medidas o instrucciones que incidan en los aspec-
tos administrativos, técnicos y económicos del sis-
tema de contratación.

b) Elaborar criterios y baremos de adjudicación
que puedan servir de referencia a las distintas
personas y entidades sometidas a la presente Ley
Foral.

c) Informar a las personas y entidades someti-
das a la presente Ley Foral y a las organizaciones
empresariales y profesionales afectadas por la
contratación pública sobre cuestiones relaciona-
das con dicha materia que se sometan a su consi-
deración.

d) Proponer al Gobierno de Navarra la aproba-
ción de modelos normalizados de documentos
relativos a la preparación, adjudicación y modifica-
ción de los contratos.

e) Informar sobre la procedencia de no publica-
ción del resultado de una licitación.

f) Centralizar la información estadística que se
deba suministrar a la Junta Consultiva de Contra-
tación Administrativa del Ministerio de Economía y
Hacienda sobre los contratos que reglamentaria-
mente se determinen, a efectos del cumplimiento
de la normativa internacional.

g) La gestión del Portal de Contratación de
Navarra.

h) Resolver los arbitrajes en materia de fijación
de precios en los contratos de obras de la Admi-
nistración.

i) Presentar ante el Parlamento de Navarra, en
la Comisión que a tal efecto se determine, un
informe anual en el que se detallen las interven-
ciones de este órgano y las propuestas tendentes
a conseguir un sistema de contratación eficiente y
simplificar las cargas administrativas.

j) Cuantas otras se determinen reglamentaria-
mente para el adecuado funcionamiento del siste-
ma de contratación pública en la Comunidad Foral
de Navarra.

k) Proponer al Gobierno de Navarra el nombra-
miento de los miembros del Tribunal Administrativo
de Contratos Públicos de Navarra.

5. La Junta de Contratación Pública podrá
exponer directamente a las entidades sometidas a
la presente Ley Foral o formular con carácter
general las recomendaciones pertinentes, si de
los estudios sobre contratación pública o de un
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contrato particular se dedujeran conclusiones de
interés para todas ellas.

6. La composición, organización y funciona-
miento de la Junta de Contratación, así como las
retribuciones que, en su caso, hayan de percibir
sus miembros serán objeto de desarrollo regla-
mentario”.

Artículo 38. Se añade un nuevo artículo 208
bis a la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contra-
tos Públicos, con la siguiente redacción:

“Artículo 208 bis. Tribunal Administrativo de
Contratos Públicos de Navarra.

1. El Tribunal Administrativo de Contratos Públi-
cos de Navarra es un órgano con independencia
funcional, adscrito orgánicamente a la Junta de
Contratación Pública, que tiene como misión
resolver con arreglo a Derecho las reclamaciones
en materia de contratación pública y la adopción
de las medidas cautelares reguladas en el presen-
te Libro.

2. El Tribunal Administrativo de Contratos Públi-
cos de Navarra estará compuesto por un Presi-
dente y dos vocales, funcionarios en activo de la
Administración de la Comunidad Foral, de las enti-
dades locales de Navarra o de otras entidades
sometidas a esta Ley Foral, para cuyo nombra-
miento se haya exigido el título de Licenciado o
Grado en Derecho, que serán designados por el
Gobierno de Navarra, previo informe de la Comi-
sión Foral de Régimen Local, de conformidad con
la propuesta que le eleve el Pleno de la Junta de
Contratación Pública, por un periodo de seis años,
pudiendo ser reelegidos. Se podrán designar
suplentes para dicho periodo para los casos de
vacante, ausencia o enfermedad. Se informará del
nombramiento al Parlamento de Navarra.

El Presidente del Tribunal deberá poseer una
experiencia profesional de al menos diez años y
tener especial preparación en materia de contrata-
ción pública. El Presidente del Tribunal será miem-
bro nato del Pleno de la Junta de Contratación
Pública. Los vocales deberán haber desempeñado
su actividad profesional por tiempo superior a
cinco años y tener especial preparación en mate-
ria de contratación pública.

3. Los miembros del Tribunal serán indepen-
dientes e inamovibles, no podrán ser perturbados
por las opiniones o acuerdos que emitan en el
seno del Tribunal y sólo podrán ser removidos por
las siguientes causas:

a) Expiración del plazo para el cual fueron
designados.

b) Pérdida de la nacionalidad española o de la
condición de funcionario.

c) Dimisión.

d) Incapacidad sobrevenida para el ejercicio de
su función.

e) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

f) Condena a pena privativa de libertad o inha-
bilitación absoluta o especial para empleo o cargo
público por razón de delito.

Para la remoción del puesto de miembro del
Tribunal por las causas establecidas en los aparta-
dos b), d), e) y f) será necesaria la tramitación de
un expediente por la Junta de Contratación Públi-
ca quien elevará su propuesta vinculante al
Gobierno de Navarra.

4. Los miembros del Tribunal Administrativo de
Contratos Públicos de Navarra compatibilizarán su
tarea con su puesto de trabajo en la Administra-
ción a la que pertenezcan y serán retribuidos con
las dietas que se establezcan reglamentariamen-
te, compatibles con su remuneración como funcio-
narios.

La condición de miembro del Tribunal Adminis-
trativo de Contratos Públicos de Navarra será
incompatible con:

a) La condición de titular de órganos adminis-
trativos que tengan facultades de disposición de
fondos de los presupuestos de las Administracio-
nes Públicas de Navarra.

b) La participación por sí o por otro en el mer-
cado de la contratación pública.

c) La condición de Director, Gerente, Adminis-
trador, Consejero, socio colectivo o cualquier otra
que implique intervención directa, administrativa o
económica en empresas licitadoras o adjudicata-
rias de contratos públicos.

5. Serán causas de abstención o recusación
las establecidas con carácter general para los jue-
ces y magistrados y las establecidas con carácter
general en la legislación de procedimiento admi-
nistrativo en la medida en que sean compatibles
con las anteriores.

Asimismo serán causas de abstención o recu-
sación la participación en la gestión del contrato
público impugnado, el asesoramiento jurídico en
dicho contrato, así como la jefatura del órgano que
tenga como función el asesoramiento jurídico de
las instituciones de la Comunidad Foral de Nava-
rra sometidas a la presente Ley Foral, de los
Departamentos de la Administración de la Comu-
nidad Foral o de sus Organismos Autónomos o de
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Entidades pertenecientes a la Administración
Local cuando el contrato impugnado haya sido
informado por personal asignado a dicho órgano.

6. Los acuerdos y resoluciones del Tribunal
Administrativo de Contratos Públicos de Navarra
se adoptarán por mayoría de los miembros pre-
sentes, previa convocatoria al efecto, siempre que
se encuentre presente el Secretario o quien legal-
mente le sustituya, con voz pero sin voto. En caso
de empate decidirá con su voto de calidad el Pre-
sidente o quien ejerza sus funciones. Todos los
miembros tienen derecho a formular su voto parti-
cular razonado por escrito que se adjuntará a los
acuerdos o resoluciones.

En todo lo no previsto en este apartado se apli-
cará la legislación administrativa reguladora de los
órganos colegiados.

7. El Secretario de la Junta de Contratación
Pública ejercerá las funciones de Secretario del
Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de
Navarra.

Asimismo, la unidad administrativa de apoyo a
la Junta de Contratación Pública de Navarra pres-
tará apoyo técnico y administrativo en el ejercicio
de su actividad al Tribunal Administrativo de Con-
tratos Públicos de Navarra”.

Artículo 39. Se modifica el artículo 210 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 210. Reclamación en materia de con-
tratación pública.

1. La reclamación en materia de contratación
pública se podrá interponer ante el Tribunal Admi-
nistrativo de Contratos Públicos de Navarra por las
empresas, profesionales e interesados en la licita-
ción y adjudicación de un contrato público contra
los actos de trámite o definitivos, que les excluyan
de la licitación o perjudiquen sus expectativas, dic-
tados por una entidad sometida a la presente Ley
Foral en un procedimiento de adjudicación, en los
términos previstos en esta Ley Foral respecto al
Parlamento de Navarra y la Universidad Pública
de Navarra. Igualmente, las empresas o profesio-
nales interesados en la adjudicación de los traba-
jos de un encargo a un ente instrumental podrán
interponer reclamación contra los actos de realiza-
ción de la misma.

2. Los plazos para la interposición de la recla-
mación son los siguientes:

a) Diez días naturales contados a partir del día
siguiente al de la publicación del anuncio de licita-

ción para la impugnación de dicho anuncio y de la
documentación que figura en él.

b) Diez días naturales contados a partir del día
siguiente al de la notificación del acto impugnado
cuando se recurran los actos de licitación y de
adjudicación por parte de los licitadores. En el
caso de que se impugne un acto de exclusión de
un licitador o la adjudicación, el plazo se computa-
rá a partir del día siguiente al de la notificación de
la información preceptiva que establecen el artícu-
lo 92.5 y el apartado 3 del artículo 200 de la pre-
sente Ley Foral.

c) Treinta días naturales contados a partir del
día siguiente al de la publicación de la adjudica-
ción del contrato cuando no sea preceptiva la
publicación de un anuncio de licitación o desde el
siguiente a la de publicación del anuncio de reali-
zación del encargo a un ente instrumental.

3. La reclamación deberá fundarse exclusiva-
mente en alguno de los siguientes motivos:

a) Encontrarse incurso el adjudicatario en algu-
na de las causas de exclusión de la licitación
señaladas en esta Ley Foral.

b) La falta de solvencia económica y financiera,
técnica o profesional del adjudicatario.

c) Las infracciones de las normas de publici-
dad, concurrencia y transparencia en la licitación o
adjudicación del contrato y, en particular, de los
criterios de adjudicación fijados y aplicados.

d) Los encargos a medios instrumentales pro-
pios con infracción de los preceptos de esta Ley
Foral.

4. La impugnación de la adjudicación de un
contrato, Acuerdo Marco o la impugnación de un
encargo a un ente instrumental conllevará la sus-
pensión automática del acto impugnado hasta el
momento en que el Tribunal Administrativo de
Contratos Públicos de Navarra adopte una resolu-
ción sobre la reclamación presentada.

5. Las resoluciones del Tribunal Administrativo
de Contratos Públicos de Navarra ponen fin a la
vía administrativa y son inmediatamente ejecuti-
vas y vinculantes, correspondiendo a la entidad
promotora de la licitación o encomienda la inme-
diata ejecución de las mismas.

6. La interposición de la reclamación prevista
en este artículo será de carácter potestativo y sus-
titutivo, sin perjuicio de la interposición de cuantas
otras reclamaciones o recursos basados en otros
motivos se interpongan ante otros órganos.
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La interposición de una reclamación en mate-
ria de contratación pública impide la interposición
simultánea de cualquier otro recurso administrati-
vo basado en el mismo motivo.

7. En todo lo no previsto en el presente Título
se aplicarán las disposiciones en materia de
recursos previstas en la legislación reguladora del
procedimiento administrativo”.

Artículo 40. Se modifica el artículo 211 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 211. Medidas cautelares.

1. Los interesados en la licitación y adjudica-
ción de un contrato público podrán solicitar de el
Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de
Navarra además, en los plazos señalados en el
artículo anterior, la adopción de medidas cautela-
res para corregir la infracción alegada o para
impedir que se causen otros perjuicios a los inte-
reses afectados, incluidas la suspensión de cual-
quier decisión adoptada en el seno del procedi-
miento de adjudicación o del procedimiento
mismo.

La solicitud y, en su caso, las propias medidas
cautelares quedarán sin efecto si no se interpone
la reclamación en el plazo previsto.

2. El escrito de solicitud de medidas cautela-
res, al que se adjuntarán necesariamente los
documentos en los que el solicitante apoya su
petición, se presentará telemáticamente en el Por-
tal de Contratación de Navarra ante el Tribunal
Administrativo de Contratos Públicos de Navarra.
Si la solicitud estuviese incompleta, se otorgará un
plazo de subsanación de dos días hábiles.

En el mismo día en que reciba la petición de
medida cautelar o en el que ésta sea subsanada,
el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de
Navarra recabará de la entidad afectada el expe-
diente administrativo o la documentación del con-
trato. El órgano de contratación dispondrá de dos
días hábiles para presentarlo y para efectuar las
alegaciones que considere oportunas. Transcurri-
do dicho plazo, se haya aportado o no la docu-
mentación requerida, el Tribunal Administrativo de
Contratos Públicos de Navarra resolverá motivada-
mente, en el plazo de cinco días hábiles. Finaliza-
do dicho plazo sin que se haya notificado la reso-
lución expresa, se entenderá desestimada la
solicitud, salvo que se haya solicitado la suspen-
sión de un acto o del procedimiento de licitación,
en cuyo caso la falta de notificación en plazo ten-
drá carácter estimatorio de la solicitud de suspen-
sión.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin
perjuicio de la suspensión automática del acto de
adjudicación o del encargo a un ente instrumental
cuando se presente una reclamación en materia
de contratación pública contra dichos actos, de
acuerdo con lo señalado en el artículo 210.4 de la
presente Ley Foral.

3. Las medidas cautelares podrán ser suspen-
didas, modificadas o revocadas en cualquier
momento, de oficio o a solicitud de parte interesa-
da, en virtud de circunstancias sobrevenidas o
que no pudieron ser conocidas al tiempo de su
adopción, con la salvedad de la suspensión seña-
lada en el artículo 210.4 de esta Ley Foral que se
regirá por lo dispuesto en dicha norma. Frente a
dicha resolución no cabrá recurso, sin perjuicio de
los que procedan contra las resoluciones que se
dicten en el procedimiento principal”.

Artículo 41. Se modifica el artículo 212 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 212. Tramitación de la reclamación.

1. La reclamación se presentará telemática-
mente en el Portal de Contratación de Navarra
ante el Tribunal Administrativo de Contratos Públi-
cos de Navarra conforme a las prescripciones que
se determinen reglamentariamente, dentro de los
plazos señalados en el artículo 210.2, señalando
una dirección de correo electrónico para la prácti-
ca de notificaciones.

Al escrito de la reclamación se deberán adjun-
tar todos aquellos documentos en los que el solici-
tante funde su petición y una copia de la comuni-
cación o notificación del acto objeto de
impugnación.

2. Recibida la reclamación se comunicará a la
entidad afectada la presentación de dicha recla-
mación, a los meros efectos de su conocimiento,
señalando que se encuentra pendiente de admi-
sión a trámite.

Si la reclamación fuese incompleta, se otorgará
un plazo de subsanación de dos días hábiles. Una
vez completa la reclamación, el Tribunal Adminis-
trativo de Contratos Públicos de Navarra, a pro-
puesta del Secretario, resolverá sobre la admisión
a trámite en el plazo de tres días hábiles. Son cau-
sas de inadmisión de la reclamación:

a) La interposición extemporánea.

b) La falta de legitimación del reclamante.

c) La falta de subsanación de la solicitud.
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d) La falta de competencia del Tribunal Admi-
nistrativo de Contratos Públicos de Navarra.

e) La carencia manifiesta de fundamento.

La resolución de inadmisión se notificará al
reclamante y pondrá fin a la vía administrativa.

3. Admitida a trámite la reclamación se notifica-
rá la resolución de admisión y se interesará de la
entidad afectada la remisión del expediente admi-
nistrativo o de la documentación del contrato,
adjuntando a la notificación una copia de la recla-
mación.

La entidad recurrida deberá aportar de forma
telemática y en el plazo de tres días hábiles el
expediente administrativo o la documentación del
contrato, junto con la contestación a la reclama-
ción.

Recibido el expediente administrativo o la
documentación del contrato, la reclamación se
notificará a los demás interesados para que en el
plazo de tres días hábiles aporten las alegaciones
o pruebas que estimen oportunas. A estos efectos,
de no disponer los interesados de una cuenta de
correo electrónico será suficiente el emplazamien-
to en el Portal de Contratación de Navarra”.

Artículo 42. Se modifica el artículo 213 de la
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos, al que se da la siguiente redacción:

“Artículo 213. Resolución de la reclamación.

1. La resolución que decida la reclamación se
dictará en el plazo de veinte días hábiles desde la
interposición de la misma. Transcurrido dicho
plazo sin que se haya notificado la resolución
expresa se entenderá desestimada la reclama-
ción.

2. La resolución que ponga término al procedi-
miento será congruente con la petición y decidirá
motivadamente sobre la anulación de las decisio-
nes ilegales adoptadas durante el procedimiento
de adjudicación, incluyendo la supresión de las
características técnicas, económicas o financieras
discriminatorias contenidas en el anuncio de licita-
ción, anuncio periódico indicativo, pliegos de cláu-
sulas administrativas y de prescripciones técnicas
particulares, condiciones reguladoras del contrato
o cualquier otro documento relacionado con la lici-
tación o adjudicación”.

Artículo 43. Se modifica la disposición adicio-
nal decimotercera de la Ley Foral 6/2006, de 9 de
junio, de Contratos Públicos, a la que se da la
siguiente redacción:

“Disposición adicional decimotercera. Aplica-
ción del régimen de reclamaciones en materia de
contratación pública al Parlamento de Navarra y a
la Universidad Pública de Navarra.

El Parlamento de Navarra y la Universidad
Pública de Navarra optarán, reglamentariamente,
por establecer un órgano de resolución de recur-
sos que cumpla los requerimientos de la Directiva
2007/66/CE, de 11 de diciembre de 2007, por la
que se modifican las Directivas 89/665/CE y
92/13/CEE, del Consejo, en lo que respecta a la
mejora de la eficacia de los procedimientos de
recurso en materia de adjudicación de contratos
públicos, o por remitir la resolución de las recla-
maciones que se formulen frente a sus licitaciones
al Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de
Navarra”.

Artículo 44. Se añade una nueva disposición
adicional decimocuarta a la Ley Foral 6/2006, de 9
de junio, de Contratos Públicos, con la siguiente
redacción:

“Disposición adicional decimocuarta. Contratos
públicos en el ámbito de la seguridad.

Los contratos públicos que celebren las entida-
des sometidas a las disposiciones de esta Ley
Foral en el ámbito de la seguridad pública –en
especial, el conjunto de actividades dirigidas a la
protección de las personas y de los bienes y a la
preservación y mantenimiento de la seguridad
pública y el orden ciudadano en el ámbito de la
Comunidad Foral de Navarra– se regirán por los
preceptos de esta Ley Foral”.

Artículo 45. Se añade una nueva disposición
adicional decimoquinta a la Ley Foral 6/2006, de 9
de junio, de Contratos Públicos, con el siguiente
texto:

“El acuerdo del órgano de contratación de
modificar un contrato o adjudicar contratos acce-
sorios o complementarios se publicará, en todo
caso, en el Portal de Contratación de Navarra,
figurando las circunstancias que lo justifican, su
alcance y el importe del mismo, con el fin de
garantizar el uso adecuado de esta potestad. Asi-
mismo, extinguidos los contratos principal y com-
plementarios, se publicarán en Internet, preferen-
temente en la web de la entidad contratante, los
siguientes datos: precio de licitación, plazo de eje-
cución contractual, número y nombre de los licita-
dores, nombre del adjudicatario, precio de adjudi-
cación, porcentaje de baja respecto del precio de
licitación, número de modificaciones del contrato y
su importe, precio de liquidación final y porcentaje
de desvío del precio de liquidación respecto del
precio de licitación. Seguidamente se incorporaran
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los mismos datos respecto de los contratos com-
plementarios.

Igualmente, esta decisión se notificará a los
licitadores que fueron admitidos, incluyendo, ade-
más, la información necesaria que permita al lici-
tador interponer, en su caso, recurso suficiente-
mente fundado contra la decisión de modificación
de no ajustarse a los requerimientos legales”.

Disposición adicional única. Contrato para la
prestación de servicios energéticos.

Los contratos celebrados al amparo de esta
Ley Foral, en sus modalidades de obra, suminis-
tro, asistencia o mixto de ellos, que tengan por
finalidad la prestación de servicios energéticos,
podrán alcanzar una duración máxima de 14 años,
como tal acordada por el órgano competente para
la autorización del contrato.

Siempre que el importe total anual del contrato,
previsto en los pliegos, sea igual o inferior al gasto
medio de los dos últimos años por la adición de
los conceptos de consumo y mantenimiento del
servicio objeto de contratación, la inversión se
contabilizará por su valor residual en el ejercicio
de finalización de la relación contractual, incorpo-
rándose en ese momento al inventario público de
bienes.

Disposición transitoria primera. Encargos a
entes instrumentales.

Los encargos a entes instrumentales, conside-
rados medios propios, realizados con anterioridad
a la entrada en vigor de la presente Ley Foral se
regirán por la normativa anterior y deberán publi-
carse en el Portal de Contratación de Navarra
durante los 48 días siguientes a la entrada en
vigor de la misma.

Disposición transitoria segunda. Contratos
adjudicados conforme a la normativa anterior.

Los contratos cuyo expediente de contratación
hubiera sido aprobado o, en caso de no ser ello
necesario, cuyos pliegos de condiciones hubiesen
sido publicados antes de la fecha de entrada en
vigor de la presente Ley Foral, se regirán por la
normativa anterior si bien el régimen de impugna-
ción de su adjudicación se regirá por lo dispuesto
en la presente Ley Foral.

Disposición transitoria tercera. Régimen de
las reclamaciones.

Las reclamaciones que se encuentren en tra-
mitación a la fecha de entrada en vigor de esta
Ley Foral se ajustarán en su tramitación y resolu-
ción a lo dispuesto en la normativa anterior.

Disposición transitoria cuarta.

La publicidad de las modificaciones de los con-
tratos prevista en el artículo 97.5 y 6 de la Ley
Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos,
en tanto que el Portal de contratación de Navarra
no sea adaptado al efecto, se realizará a través de
medios telemáticos, en el sitio Web de la entidad
contratante.

Disposición final primera. Habilitación nor-
mativa.

Se faculta al Gobierno de Navarra para dictar
cuantas disposiciones reglamentarias exijan la
aplicación y desarrollo de esta Ley Foral y al Con-
sejero de Economía y Hacienda para la fijación de
las dietas de la Junta de Contratación Pública y
del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos
de Navarra.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Boletín Oficial de Nava-
rra.
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El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral por la que se modifica el Título VI de la
Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administra-
ción Local de Navarra.

Dicha Ley Foral, de conformidad con el artícu-
lo 20.2 de Lorafna y el artículo 153 del Reglamen-
to de la Cámara ha sido aprobada por mayoría
absoluta, en una votación final sobre el conjunto
del proyecto.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral por la que se modifica el
Título VI de la Ley Foral 6/1990, 

de 2 de julio, de la Administración
Local de Navarra

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Título VI de la Ley Foral 6/1990, de 2 de
julio, de la Administración Local de Navarra, en la
redacción dada al mismo por la Ley Foral 1/2007,
de 14 de febrero, regula la contratación pública en
las entidades locales de la Comunidad Foral.

En fechas posteriores a la aprobación de la
norma foral se aprobó la Directiva 2007/66/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de
diciembre de 2007, por la que se modifican las
Directivas 89/665/CEE y 92/13/CEE del Consejo,
en lo que respecta a la mejora de la eficacia de
los procedimientos de recurso en materia de adju-
dicación de contratos públicos y que tiene como
objetivos fundamentales la lucha contra la adjudi-
cación directa ilegal de contratos y el refuerzo de
las garantías en los procedimientos de recurso.

La transposición de los mandatos de la citada
Directiva exige una modificación del Título VI de la
Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administra-
ción Local de Navarra, de modo que se adecue la
regulación contractual aplicable a las entidades
locales de Navarra a lo previsto en ella.

Por otro lado, se considera necesario homoge-
neizar, en un mayor grado, la regulación foral en

materia de contratación pública, de modo que las
especialidades aplicables al sector local se refie-
ran a cuestiones diferenciales, alcanzándose de
ese modo una mayor seguridad jurídica, perma-
nentemente reclamada por las empresas y profe-
sionales interesados en la licitación y adjudicación
de contratos públicos.

Artículo único. Modificación del Título VI de la
Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administra-
ción Local de Navarra.

Se modifica el Título VI de la Ley Foral 6/1990,
de 2 de julio, de la Administración Local de Nava-
rra, en los términos que resultan en los apartados
siguientes:

Uno. Se da una nueva redacción al punto 2 del
ar tículo 169, que quedará redactado con el
siguiente tenor:

“Artículo 169.2.

2. La regulación de los Acuerdos Marco para el
aprovechamiento de productos maderables y
leñosos se llevará a cabo a través de la modifica-
ción de la normativa reguladora de los bienes de
las entidades locales de Navarra, aprobada por
Decreto Foral 280/1990, de 18 de Octubre, que-
dando sin efecto la remisión a la legislación foral
de contratos públicos que, con carácter supletorio
y a los efectos de venta de productos maderables
y leñosos, estaba legalmente establecida”.

Dos. Se modifica el artículo 224, que queda
redactado de la siguiente forma:

“Artículo 224.

1. Los contratos que celebren las entidades
locales de Navarra se ajustarán al régimen legal
aplicable a las Administraciones Públicas de
Navarra, con las especialidades que se contienen
en esta Ley Foral.

2. Los contratos de obras, suministro, asisten-
cia y las concesiones de obras públicas y de ser-
vicios celebrados por el resto de personas y enti-
dades vinculadas o dependientes de las
entidades locales de Navarra o subvencionadas
por estas, sujetos a la legislación foral de contra-
tos públicos se prepararán y adjudicarán confor-
me a las disposiciones establecidas en dicha
legislación para los contratos públicos de esos
sujetos y entidades, con las especialidades que
se contienen en esta Ley Foral.

Ley Foral por la que se modifica el Título VI de la Ley Foral 6/1990, de 2
de julio, de la Administración Local de Navarra
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3. A los contratos para gestionar un servicio
público de las entidades locales de Navarra y sus
entidades vinculadas en los que la retribución al
contratista no consista en su explotación económi-
ca o bien en la explotación acompañada de un
precio se les aplicará el régimen jurídico estableci-
do para los contratos de concesión de servicios
con las siguientes salvedades:

a) El plazo no podrá exceder, incluidas sus pró-
rrogas, salvo en los conciertos, de diez años.

b) Será de aplicación la obligación de publici-
dad comunitaria cuando, procediendo estas por el
tipo de servicio de que se trate, el importe estima-
do del contrato exceda del umbral comunitario.

4. La selección del socio o socios privados que
se vaya a realizar por una entidad local o sus enti-
dades vinculadas para la gestión de un servicio
público mediante una sociedad mercantil o coope-
rativa cuyo capital sólo parcialmente pertenezca a
la entidad local se realizará de conformidad con
las disposiciones aplicables de la legislación foral
de contratos públicos.

5. Será aplicable a las entidades locales el
régimen de encargos a sus propios entes instru-
mentales previsto en el artículo 8 de la Ley Foral
de Contratos Públicos, sin perjuicio de la vigencia
de las formas de gestión de los servicios públicos
previstas en el artículo 192 y siguientes de dicha
Ley Foral”.

Tres. Se modifica el artículo 225, que queda
redactado de la siguiente forma:

“Artículo 225.

En las entidades locales de Navarra cuya
población sea inferior a 2.000 habitantes, en aque-
llos procedimientos de contratación en los que los
únicos trámites exigibles sean la previa reserva de
crédito, conforme a la legislación presupuestaria
aplicable y la presentación de la correspondiente
factura, la existencia de incompatibilidad en los
cargos electivos locales determinará únicamente
la concurrencia de una causa de abstención”.

Cuatro. Se modifica el artículo 229, que queda
redactado de la siguiente forma:

“Artículo 229.

1. Las entidades locales podrán establecer, con
carácter general o para cada contrato, criterios
para dirimir los empates que se produzcan tras la
aplicación de los criterios de adjudicación, resol-
viéndose por sorteo en los casos en que tras apli-
car dichos criterios persistiera el empate y diri-
miéndose, en caso de que no se establezcan, de

conformidad con los fijados en la legislación foral
de contratos públicos.

2. El documento de condiciones esenciales del
contrato en un procedimiento negociado conten-
drá como mínimo la regulación de las siguientes
cuestiones: objeto, importe y plazo de contrato y
especificaciones técnicas necesarias para su eje-
cución; identificación del órgano de contratación,
unidad gestora del contrato y, en su caso, de la
Mesa de Contratación; requisitos mínimos de sol-
vencia; criterios de adjudicación; forma de pago y,
en su caso, de la revisión de precios.

3. Los procedimientos abiertos que se vayan a
adjudicar exclusivamente con base en el precio
podrán celebrarse a viva voz, mediante propues-
tas y pujas verbales que formulen los licitadores,
con arreglo a los usos y costumbres de la locali-
dad.

En dichas contrataciones se aplicarán las pres-
cripciones contenidas en la legislación foral de
contratos públicos, sustituyéndose la presentación
por escrito de las proposiciones económicas por
las propuestas o pujas verbales que se realizarán
en acto público.

4. Para participar en las subastas relativas al
aprovechamiento de bienes patrimoniales o comu-
nales, o a la enajenación de aquellos, que se cele-
bren por el procedimiento de a viva voz, el único
requisito que se exigirá a los licitadores será la
constitución de la garantía provisional, que habrá
de establecerse en el pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares.

Previamente a la adjudicación se exigirá la pre-
sentación de la documentación acreditativa del
cumplimiento de las condiciones exigidas en el
pliego de cláusulas administrativas particulares.

En caso de que el licitador a cuyo favor vaya a
recaer la propuesta de adjudicación no cumpliere
dichas condiciones, se incautará, en todo caso, la
garantía provisional y responderá, además, de los
daños y perjuicios que se causen a la Administra-
ción licitadora por la diferencia de la adjudicación.
El resultado del acto de celebración de las subas-
tas se hará público de inmediato en el tablón de
anuncios de la entidad.

5. Cuando las subastas relativas al aprovecha-
miento de bienes patrimoniales o comunales, o a
la enajenación de aquellos, se hayan realizado por
procedimiento abierto, la postura en cuyo favor
haya recaído la propuesta de adjudicación podrá
ser mejorada con el aumento de la sexta parte de
su importe, como mínimo. El sexteo se sujetará a
las siguientes normas:
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a) Deberá formularse dentro de los seis días
siguientes a contar desde la hora anunciada para
la subasta, y terminará a la misma hora del sexto
día siguiente incluyendo los festivos.

b) Podrá ser formulado por cualquier persona
legalmente capacitada, aunque no haya sido licita-
dora en la subasta, siempre que haya constituido
previamente la garantía provisional.

c) Puede formularse por escrito o verbalmente
mediante comparecencia ante el Secretario, que
en todo caso extenderá diligencia firmada por el
interesado, consignando día y hora de la presen-
tación.

d) Formalizado el sexteo, se celebrará nueva
subasta dentro de los cuatro días hábiles siguien-
tes al de terminación del plazo señalado para su
ejercicio. La entidad local estará obligada a poner
en conocimiento del licitador en cuyo favor hubiera
recaído la propuesta de adjudicación que su pos-
tura ha sido mejorada en la sexta parte con indica-
ción expresa de la fecha de la subasta definitiva.

e) Para la subasta definitiva servirá de tipo de
tasación el que resulte de la mejora formulada,
publicándose a este fin el anuncio correspondiente
en el tablón de anuncios, señalando con dos días
naturales de antelación, cuando menos, la fecha y
hora en que haya de tener lugar la nueva subasta,
que se celebrará en igual forma que la originaria.
Si no concurren licitadores, se propondrá la adju-
dicación a favor del sexteante.

f) Se levantará acta de la nueva subasta cele-
brada y se anunciará su resultado en la forma pre-
vista en el último párrafo del apartado 4 de este
artículo.

g) Dentro de los tres días hábiles siguientes al
de la fecha de la propuesta de adjudicación, cual-
quier persona, aunque no haya sido licitadora,
podrá alegar por escrito los defectos de tramita-
ción de la licitación y en especial los relativos a la
capacidad jurídica de los licitadores, y solicitar la
adopción de la resolución que a su juicio proceda
sobre la adjudicación.

6. Los anuncios de licitación y de adjudicación
se publicarán en los medios que establece la
legislación foral en materia de contratación pública
y, además, en el tablón de anuncios de la entidad
local respectiva. El cómputo de los plazos comen-
zará a regir desde la publicación en el Portal de
Contratación de Navarra o en el Diario Oficial de

la Unión Europea de conformidad con la legisla-
ción foral en materia de contratación pública”.

Cinco. Se modifica el artículo 230, que queda
redactado de la siguiente forma:

“Artículo 230.

El pliego de cláusulas administrativas particu-
lares deberá prever la constitución de garantías
para el cumplimiento de obligaciones con carácter
previo a la formalización del contrato cuando el
importe de este sea superior a 300.000 euros, IVA
excluido, en los contratos de obras, y superior a
60.000 euros, IVA excluido, en los de suministro y
asistencia, así como en cualquier contrato, inde-
pendientemente de su naturaleza y cuantía, cuan-
do el adjudicatario hubiera presentado una oferta
que pueda presumirse anormalmente baja de con-
formidad con la legislación foral de contratos públi-
cos, en cuyo caso se podrá constituir una fianza
de hasta el 50 por 100 del precio de adjudicación,
sin perjuicio de su devolución o cancelación par-
cial antes de la recepción del contrato, previo infor-
me de la unidad gestora del contrato.

Las garantías exigidas para la licitación o para
el cumplimiento de obligaciones en los contratos
de las entidades locales serán depositadas en la
Tesorería de la entidad contratante”.

Seis. Se modifica el artículo 232, que queda
redactado de la siguiente forma:

“Artículo 232.

Las empresas y profesionales interesados en
la licitación y adjudicación de contratos públicos
podrán solicitar la adopción de medidas cautela-
res y la presentación de reclamaciones en materia
de contratación pública en los términos previstos
en la legislación foral en materia de contratación
pública”.

Disposición transitoria. Contratos adjudica-
dos conforme a la normativa anterior.

Los contratos ya adjudicados en la fecha de
entrada en vigor de la presente Ley Foral se regi-
rán por la normativa anterior si bien el régimen de
impugnación de su adjudicación se regirá por lo
dispuesto en esta Ley Foral.

Disposición final. Entrada en vigor.

Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Boletín Oficial de Nava-
rra.
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Ley Foral por la que se declara de utilidad pública y se aprueba la desafec-
tación de 84.698 metros cuadrados de terreno comunal, correspondien-
tes a la parte de la parcela 840 del polígono 6 del Ayuntamiento de
Andosilla

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral por la que se declara de utilidad pública
y se aprueba la desafectación de 84.698 metros
cuadrados de terreno comunal, correspondientes
a la parte de la parcela 840 del polígono 6 del
Ayuntamiento de Andosilla.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral por la que se declara de
utilidad pública y se aprueba la 
desafectación de 84.698 metros 
cuadrados de terreno comunal,

correspondientes a la parte de la 
parcela 840 del polígono 6 del 

Ayuntamiento de Andosilla

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Ayuntamiento de Andosilla solicita la decla-
ración de utilidad pública y la desafectación de
84.698 metros cuadrados de terreno comunal
para su posterior permuta por 142.895,53 metros
cuadrados, con el fin de crear un área en torno a
la ermita de Santa Cruz, de gran importancia para
los vecinos de Andosilla por ser un lugar de pere-
grinaje y celebración de romerías. Además, en un
futuro se pretende realizar actuaciones de carác-
ter turístico y medioambiental.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 140.5
de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Admi-
nistración Local de Navarra, la desafectación de la
superficie que se solicita por el Ayuntamiento de
Andosilla, al superar los límites establecidos de
pequeña parcela, requiere que sea aprobada
mediante Ley Foral.

Artículo 1. Declaración de utilidad pública.

Se declara de utilidad pública y se aprueba la
desafectación de 84.698 metros cuadrados de
terreno comunal del Ayuntamiento de Andosilla,

correspondientes a parte de la parcela 840 del
polígono 6. En tanto no se realice la permuta de
estos terrenos, en los términos del artículo 2 de
esta Ley Foral, mantendrán su condición de bien-
es comunales.

Artículo 2. Autorización para la permuta de
forma directa.

Se autoriza al Ayuntamiento de Andosilla para
la permuta de los terrenos descritos en el artículo
anterior por 142.895,53 metros cuadrados, propie-
dad de doña María Jesús Pardo Sádaba, corres-
pondientes a la parcela 1345 del polígono 1
(92.054 metros cuadrados), 1347 del polígono 1
(20.841 metros cuadrados) y parcela 1348 del
polígono 1 (30.000 metros cuadrados), con el fin
de obtener terreno en torno a la ermita de Santa
Cruz, siempre que se cumplan las siguientes con-
diciones:

a) Que en el acuerdo de permuta se incluya
una cláusula de reversión a favor del patrimonio
comunal, en el caso de que desaparezcan o se
incumplan los fines que motivaron la desafecta-
ción o las condiciones a que se sujetaron.

b) Que dicha cláusula de reversión se refleje
en los documentos públicos que formalicen los
contratos y se inscriban en el Registro de la Pro-
piedad, tal y como figura en el Pliego de Condicio-
nes aprobado al efecto por el Ayuntamiento de
Andosilla con fecha 28 de julio de 2012.

c) Que se cumplan las estipulaciones refleja-
das en el Pliego de Condiciones aprobado al efec-
to por el Ayuntamiento de Andosilla, con fecha 28
de julio de 2011, para la desafectación de 84.698
metros cuadrados de terreno comunal, correspon-
dientes a parte de la parcela catastral 840 del
polígono 6 de Andosilla.

d) En especial, el compromiso adquirido por
Doña María Jesús Pardo Sádaba, como propieta-
ria de la corraliza sobre las parcelas 1345, 1347 y
parte de la parcela 1348 del polígono 1, de permi-
tir la construcción de edificios o instalaciones, así
como de respetar nuevas plantaciones o autorizar
mejoras de zonas próximas, de no pastorear en
las zonas utilizadas por los asistentes a las rome-
rías durante los dos meses anteriores a las cele-



braciones oficiales de festejos que se realicen en
la ermita; y durante todo el año, en las proximida-
des de la misma, se evitará que el ganado produz-
ca daños en las instalaciones o deterioro de las
condiciones higiénicas.

e) Que dicho compromiso se refleje en los
documentos públicos en los que se formalice la
permuta y se inscriban en el Registro de la Propie-
dad.

Disposición final primera. Disposiciones de
aplicación y desarrollo.

Se faculta al Gobierno de Navarra para dictar
cuantas disposiciones sean necesarias para la
aplicación y desarrollo de esta Ley Foral.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Boletín Oficial de Nava-
rra.
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Serie B:
PROPOSICIONES DE LEY FORAL

Ley Foral para la declaración de inembargabilidad de las prestaciones
sociales garantizadas y las becas de ayudas al estudio

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral para la declaración de inembargabilidad
de las prestaciones sociales garantizadas y las
becas de ayudas al estudio.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral para la declaración de
inembargabilidad de las prestaciones
sociales garantizadas y las becas de

ayudas al estudio

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley Foral 15/2006, de 14 de diciembre, de
Servicios Sociales, establece la universalidad en
el acceso a los servicios sociales. Asimismo, la
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción
de la Autonomía Personal y Atención a las perso-
nas en situación de dependencia, reconoce la uni-
versalidad en el acceso de todas las personas en
situación de dependencia, en condiciones de
igualdad efectiva y no discriminación. Ambas nor-
mas responden a las necesidades de la sociedad
actual, avanzando en la consolidación del cuarto
pilar del Estado del Bienestar. En este sentido, la
Cartera de Servicios Sociales, prevista en los artí-
culos 19 y 20 de la Ley 15/2006, de Servicios
Sociales, establece las prestaciones a las que la
ciudadanía va a tener derecho, derecho subjetivo
que será exigible ante las Administraciones.

El artículo 605 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil considera no embargables los bienes expre-
samente declarados inembargables por alguna

disposición legal. El artículo 607 considera inem-
bargable el salario, sueldo, pensión, retribución o
su equivalente, que no exceda de determinadas
cuantías. Con mayor razón, habrá de considerarse
equivalente a esos conceptos una prestación
pública garantizada que tiene las características
citadas de cubrir necesidades esenciales, fomen-
tar la incorporación social de familias o personas
en situación de exclusión social con carácter com-
plementario y naturaleza subsidiaria de cualquier
otro recurso y prestaciones previstas en la legisla-
ción vigente, o contribuir a que la persona dispon-
ga de mínimos para el desarrollo de su autonomía
personal o los derechos básicos de ciudadanía.

La labor de las Administraciones Públicas,
cubriendo necesidades esenciales de los ciuda-
danos como las descritas mediante la aportación
directa y finalista de fondos públicos, debe garan-
tizar el destino y la finalidad de los mismos. El
actual carácter “embargable” de las cuantías de
renta de inclusión social desvirtúa por completo el
carácter finalista y puede resultar que el esfuerzo
presupuestario y financiero público de carácter
netamente social termine cubriendo pretensiones
de terceros que no son objeto de atención por las
citadas ayudas.

Lo mismo podemos decir del conjunto de pres-
taciones garantizadas previstas en la Cartera de
Servicios Sociales o de las ayudas y becas al
estudio. En todos estos casos, sería de aplicación
la presente Ley Foral.

Artículo único.

1. La renta básica y la renta de inclusión social
se considerarán inembargables a estos efectos,
en todos los casos y en las cuantías y con el régi-
men establecidos en la legislación de enjuicia-
miento civil.



Ley Foral sobre utilización de residuos alimenticios

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral sobre utilización de residuos alimenti-
cios.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral sobre utilización de 
residuos alimenticios

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Según un estudio publicado por la Comisión
Europea, la producción de residuos alimentarios
en los 27 estados miembros de la Unión Europea
asciende anualmente a casi 89 millones de tone-
ladas, lo que significa 179 kilos por cada ciudada-
no, y ello sin contar los residuos de alimentos de
origen agrícola generados en el proceso de pro-
ducción ni los descartes de pescado arrojados al
mar. Si no se toman medidas, la cifra podría
alcanzar los 126 millones de toneladas en 2020.
Buena parte del desperdicio se debe a una mala
gestión sobre las fechas de caducidad o consumo
preferente de los alimentos; se estima que un 20
por ciento de los alimentos que se tiran se hace
por las dudas en relación con la fecha de caduci-
dad. Según un informe del Ministerio de Agricultu-
ra, Alimentación y Medio Ambiente, la gran mayo-
ría de las cadenas de distribución de alimentos

(un 78 por ciento) desechan la comida que está a
punto de caducar y tan solo el 20 por ciento se la
entregan a un Banco de Alimentos o a una ONG
para su aprovechamiento.

La Resolución del Parlamento Europeo de 19
de enero de 2012, sobre cómo evitar el desperdi-
cio de alimentos: estrategias para mejorar la efi-
ciencia de la cadena alimentaria en la UE, entre
otras medidas, ha propuesto que 2014 sea desig-
nado como Año Europeo contra el desperdicio de
alimentos.

Esa realidad contrasta dramáticamente con el
hecho de que en la Unión Europea viven 79 millo-
nes de personas por debajo del umbral de pobre-
za, es decir, más del 15 por ciento de los ciudada-
nos perciben una renta inferior al 60 por ciento de
la renta media de su país de residencia; de ellos,
16 millones reciben ayuda alimentaria de organis-
mos de beneficencia. También en Navarra miles
de personas sufren pobreza y exclusión social,
agravadas por la actual crisis social y económica.
El empobrecimiento ya no afecta solamente a los
sectores que tradicionalmente alimentaban esta
estadística, ya que cada día se nutre vorazmente
de miles de personas a las que la crisis y la falta
de políticas públicas adecuadas han abocado a la
exclusión social sin que los poderes públicos les
garanticen un nivel mínimo de subsistencia. Por
parte de Cáritas se ha advertido recientemente
que 120.000 personas, el 18 por ciento de la
población navarra, se encuentran en riesgo de
pobreza.

Los Bancos de Alimentos y otras iniciativas
sociales hacen una labor fundamental pero no lle-

2. Las prestaciones económicas recogidas en
la cartera de servicios sociales de ámbito general
como garantizadas, que vayan encaminadas a
satisfacer las necesidades vitales de las personas
físicas o familias, tendrán la misma consideración.

3. Las becas y ayudas al estudio para ense-
ñanzas no universitarias y las becas para ense-
ñanzas universitarias de grado y postgrado, que la
Comunidad Foral de Navarra establezca en el
ejercicio de sus propias competencias, tendrán la
misma consideración.

Disposición final.

Esta Ley Foral entrará en vigor el mismo día de
su publicación en el Boletín Oficial de Navarra y
será de aplicación a los procedimientos de embar-
go en que, a la entrada en vigor, todavía no se
haya acordado o dictado resolución de embargo
de la renta básica o de la renta de inclusión social
o de alguna prestación social garantizada de las
incluidas en la Cartera de Servicios Sociales a sus
beneficiarios, o de las ayudas a cuidadores no
profesionales de las personas dependientes, y de
las ayudas o becas al estudio.
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gan a abarcar todo el problema. Es necesario que
desde los poderes públicos se adopten medidas
dirigidas a promover no solo hábitos de consumo
razonable en los ciudadanos, sino también buenas
prácticas en las cadenas de distribución de ali-
mentos que eviten que acaben en la basura con-
vertidos en desperdicios. En tal sentido, la Ley
22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos con-
taminados, en su artículo 15 establece que las
administraciones públicas, en sus respectivos
ámbitos competenciales, deben aprobar antes del
12 de diciembre de 2013 programas de prevención
de residuos, encaminados a lograr la reducción
del peso de los residuos producidos en 2020 en
un 10 por ciento respecto a los generados en
2010, y en los cuales, entre otras medidas, se
prevé específicamente que se aborde la genera-
ción de residuos de alimentos con medidas enca-
minadas a evitar el desperdicio de alimentos y
fomentar el consumo responsable, tales como
acuerdos con los comercios para minimizar los ali-
mentos caducados, establecer pautas para consu-
midores, restauración y actividades con comedor
para aprovechar los alimentos sobrantes, crear
vías de aprovechamiento de excedentes en buen
estado a través de iniciativas sociales, comedores
populares, Bancos de Alimentos, etc. Procede
introducir también en el ordenamiento jurídico de
Navarra disposiciones dirigidas a promover esos
mismos objetivos.

Artículo 1.

1. Se modifica la Ley Foral 17/2001, de 12 de
julio, de Comercio de Navarra, en los aspectos
que se indican en los apartados siguientes.

2. Se añade una nueva letra j) al artículo 16
que tendrá la siguiente redacción:

“j) Gestión adecuada de los residuos genera-
dos por la actividad con medidas dirigidas a su
reducción y, en particular, al aprovechamiento de
los residuos alimenticios”.

3. Se añade una nueva letra e bis) al apartado
3 del artículo 21, que tendrá la siguiente redac-
ción:

“e bis) Plan de gestión de los residuos que
genere la actividad dirigido a su minimización y
correcto tratamiento. En caso de generar residuos

alimenticios, plan de aprovechamiento a través de
acuerdos con el Banco de Alimentos de Navarra u
otros organismos análogos”.

4. Se añade un nuevo artículo 39 bis que ten-
drá la siguiente redacción:

“Artículo 39 bis. Gestión de residuos.

Conforme a la normativa aplicable en materia
de residuos, los comerciantes minoristas deberán
adoptar las medidas precisas para minimizar los
residuos generados por su actividad y para darles
un tratamiento correcto. En particular, en el caso
de residuos alimenticios se recomienda la separa-
ción de los que resulten aprovechables y entregar-
los al Banco de Alimentos de Navarra y otros orga-
nismos análogos”.

Artículo 2.

1. El Gobierno de Navarra elaborará antes del
12 de diciembre de 2013 un Código de Buenas
Prácticas de la distribución sobre los excedentes
de alimentos, con la participación de todos los
agentes implicados, con el objetivo de:

a) Mejorar la eficiencia de los procesos para
reducir los excedentes de alimentos aptos para el
consumo pero no para la comercialización.

b) Establecer mecanismos para que los exce-
dentes de estos productos sean entregados a
organizaciones sociales y distribuidos entre las
personas con más necesidades.

c) Contribuir a concienciar a toda la cadena ali-
mentaria, desde productores a consumidores, de
la necesidad de realizar un consumo responsable
y de reducir el derroche de alimentos.

2. El Gobierno de Navarra, a través de los Ser-
vicios Sociales de Base, coordinará con la Red de
Entidades Asistenciales que trabajan con el Banco
de Alimentos de Navarra y otros organismos aná-
logos, la adopción de las medidas necesarias para
garantizar a todas las personas y familias sin
recursos la alimentación básica suficiente para su
normal desarrollo.

Disposición final.

La presente Ley Foral entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra.
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Ley Foral por la que se reconoce a las personas residentes en Navarra el
derecho de acceso a la asistencia sanitaria gratuita del sistema público
sanitario de Navarra

APROBACIÓN POR EL PLENO

El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, aprobó la
Ley Foral por la que se reconoce a las personas
residentes en Navarra el derecho de acceso a la
asistencia sanitaria gratuita del sistema público
sanitario de Navarra.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Ley Foral por la que se reconoce a las
personas residentes en Navarra el
derecho de acceso a la asistencia 

sanitaria gratuita del sistema público
sanitario de Navarra

La Ley Foral 17/2010, de 8 de noviembre, de
derechos y deberes de las personas en materia
de salud en la Comunidad Foral de Navarra, esta-
blece, en su artículo 4, los derechos de las perso-
nas residentes en la Comunidad Foral de Navarra.
En su artículo 11, dispone además que “la asis-
tencia sanitaria pública, de cobertura universal, se
extiende a todas las personas que residan en los
municipios de la Comunidad Foral de Navarra.
También se extiende a los inmigrantes que resi-
dan en los municipios de Navarra con indepen-
dencia de su situación legal o administrativa”, y
dicha asistencia sanitaria pública y universal se
garantiza, igualmente, a los menores de edad y a
las mujeres gestantes.

Esta Ley Foral derogó todas las normas de
igual o inferior rango dictadas por la Comunidad
Foral de Navarra, entre ellas, en lo que a las per-
sonas residentes en los municipios de Navarra se
refiere, el Decreto Foral 640/1996, de 18 de
noviembre, por el que se establecen el procedi-
miento y las condiciones para el acceso a las
prestaciones del régimen de universalización de la
asistencia sanitaria pública en la Comunidad Foral
de Navarra.

Con posterioridad a esta Ley Foral, se ha apro-
bado el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril,
de medidas urgentes para garantizar la sostenibili-

dad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la
calidad y seguridad de sus prestaciones. Esta dis-
posición estatal establece los conceptos de “ase-
gurado” y “beneficiarios” como criterios subjetivos
determinantes de la asistencia sanitaria en Espa-
ña con cargo a fondos públicos a través del Siste-
ma Nacional de Salud, de tal modo que quienes
no tienen reconocida tal condición de asegurado o
beneficiario se ven obligados a obtener la presta-
ción de asistencia sanitaria pública mediante el
pago de una contraprestación o cuota derivada de
la suscripción de un convenio especial.

En atención a este Real Decreto-ley, pero sin
consideración a lo dispuesto en los vigentes artí-
culos 4 y 11 de la Ley Foral 17/2010, de 8 de
noviembre, el Gobierno de Navarra ha aprobado
el Decreto Foral 117/2012, de 31 de octubre, con
el fin de modificar el Decreto Foral 640/1996, de
18 de noviembre, por el que se establecen el pro-
cedimiento y las condiciones para el acceso a las
prestaciones del régimen de universalización de la
asistencia sanitaria pública en la Comunidad Foral
de Navarra.

Con el nuevo decreto foral y sus previsiones se
ha creado una situación de inseguridad jurídica
que afecta a un importante número de personas,
tanto de condición administrativa navarra como
inmigrantes. Al mismo tiempo, se han pospuesto
la aplicación y las previsiones de la ley foral a lo
que dicta un decreto foral, con alteración de la
jerarquía normativa y del principio de legalidad, y
se ha intentado priorizar con carácter pleno una
norma estatal a una ley foral desconociendo la
voluntad mostrada por el Parlamento de Navarra
en la Ley Foral 17/2010, de 8 de noviembre, y en
sus leyes forales precedentes que han reconocido
el derecho de acceso de todos los residentes en
Navarra a la asistencia sanitaria pública de modo
universal y gratuito.

En virtud de su régimen foral, Navarra tiene
amplias competencias en materia de sanidad inte-
rior y puede complementar, en aplicación de su
régimen económico-financiero, las normas que
dicte el Estado en la materia sanitaria. Todo ello
está reconocido en la Ley Orgánica de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Nava-
rra.



Junto a lo anterior, el Tribunal Constitucional ha
sido claro al respecto y en su doctrina ha recono-
cido que las Comunidades Autónomas, en virtud
de sus respectivas competencias, pueden dictar
normas en materia de sanidad dirigidas a una
mejora en su ámbito territorial del común denomi-
nador establecido por el Estado en su normativa
básica, bien de las propias competencias de ges-
tión o de financiación que sobre la materia tengan
conforme a la Constitución y sus Estatutos.

Recogiendo, por tanto, una vez más, la reitera-
da voluntad del Parlamento de Navarra, mostrada,
primero, en la Ley Foral 2/2000, de 25 de mayo,
por la que se extendió la cobertura sanitaria del
sistema sanitario público a todos los inmigrantes
residentes en la Comunidad Foral, y luego, en la
mencionada Ley Foral 17/2010, de 8 de noviem-
bre, de mejorar de forma notable el común deno-
minador sanitario público del Estado, ahora recogi-
do en el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril,
y con el fin de dejar proclamado, reconocido y
garantizado en Navarra el derecho de acceso de
todos los residentes en Navarra, cualquiera que
sea su situación legal o administrativa, a la asis-
tencia sanitaria pública y gratuita que presta el sis-
tema sanitaria público de la Comunidad Foral de
Navarra, con cargo a los fondos públicos de esta,
se hace preciso dictar esta Ley Foral.

Por otro lado, se hace preciso asegurar que el
derecho de acceso a la complementación de las
prestaciones farmacéuticas que ha establecido la
reciente Ley Foral 18/2012, de 19 de octubre,
sobre la complementación de las prestaciones far-
macéuticas en la Comunidad Foral de Navarra,
sea efectivo y de inmediata y directa aplicación
desde su entrada en vigor, y, por lo tanto, de obli-
gado cumplimiento para la Administración sanita-
ria con independencia de las normas reglamenta-
rias que se precisen para el desarrollo de la Ley
Foral.

Artículo único.

1. Todas las personas con residencia en Nava-
rra tienen derecho de forma gratuita a la asisten-
cia sanitaria primaria o especializada, prestada
por el sistema sanitario público de la Comunidad
Foral de Navarra, con cargo a los Presupuestos
Generales de Navarra, cualquiera que sea su
edad, nacionalidad o situación legal o administrati-
va.

2. A efectos de lo dispuesto en el número ante-
rior, se entiende por “residencia” el hecho de acre-
ditar, por cualquier medio admitido en Derecho,
incluido el empadronamiento, que el domicilio de

la persona está en un municipio de Navarra, sin
atención a tiempo alguno.

3. Aportada la documentación que acredite la
residencia, la Administración sanitaria expedirá,
gratuitamente y sin más dilación, a las personas a
que se refiere el número 1 y que no dispongan de
la Tarjeta Sanitaria Individual del Sistema Nacional
de Salud, un documento de identificación de acce-
so al régimen de universalización de la asistencia
sanitaria pública en Navarra.

4. La asistencia sanitaria que preste el sistema
sanitario público de la Comunidad Foral a las per-
sonas a que se refiere el número 1 será la misma
que la que presta a los poseedores de la Tarjeta
Sanitaria Individual del Sistema Nacional de
Salud, sin que la Administración sanitaria navarra
pueda introducir discriminación alguna.

5. Lo dispuesto en los apartados anteriores no
modifica el régimen de asistencia sanitaria de las
personas titulares o beneficiarias de los regíme-
nes especiales de la Seguridad Social gestiona-
dos por las mutualidades de Funcionarios Civiles
del Estado, Mutualidad General Judicial o Instituto
Social de las Fuerzas Armadas, que mantendrán
su régimen jurídico especifico conforme al artículo
3.6 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohe-
sión y calidad del Sistema Nacional de Salud”.

Disposición adicional.

Las normas de la Ley Foral 18/2012, de 19 de
octubre, sobre la complementación de las presta-
ciones farmacéuticas en la Comunidad Foral de
Navarra, son de directa aplicación desde su entra-
da en vigor, y han de aplicarse por el Departa-
mento de Salud y por el Servicio Navarro de
Salud-Osasunbidea con independencia de las nor-
mas reglamentarias que se precisen para el des-
arrollo de la Ley Foral. En consecuencia, las per-
sonas a las que se refiere el artículo 2 de esta Ley
Foral tienen derecho efectivo e inmediato de acce-
so a la complementación de las prestaciones far-
macéuticas desde el mismo día de la entrada en
vigor de la Ley Foral, en los términos del artículo 5
de la misma.

Disposición derogatoria.

Quedan expresamente derogados el Decreto
Foral 640/1996, de 18 de noviembre, por el que se
establecen el procedimiento y las condiciones
para el acceso a las prestaciones del régimen de
universalización de la asistencia sanitaria pública
en la Comunidad Foral de Navarra, sus modifica-
ciones y disposiciones de desarrollo, y cualesquie-
ra otras disposiciones de igual o inferior rango que
se opongan a lo dispuesto en esta Ley Foral.
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Disposición final.

Esta Ley Foral entrará en vigor el mismo día de
su publicación en el Boletín Oficial de Navarra y
sus efectos se retrotraerán, en todo caso, al 24 de
abril de 2012.
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Serie E:
INTERPELACIONES, MOCIONES Y DECLARACIONES POLÍTICAS

Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra y al Gobierno de
España a permanecer atentos a la evolución de la modificación de la
Directiva 2001/37/CE de la Comisión Europea sobre materia de fabri-
cación, presentación y venta de productos de tabaco

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra y al Gobierno de España a
permanecer atentos a la evolución de la modifica-
ción de la Directiva 2001/37/CE de la Comisión
Europea sobre materia de fabricación, presenta-
ción y venta de productos de tabaco,” aprobada
por el Pleno del Parlamento de Navarra en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, derivada
de la moción presentada por el Grupo Parlamen-
tario Socialistas de Navarra y publicada en el

Boletín Oficial del Parlamento de Navarra núm. 79
de 5 de octubre de 2012, cuyo texto se inserta a
continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra y al Gobierno de España a permane-
cer atentos a la evolución de la modificación de la
Directiva 2001/37/CE a fin de garantizar los intere-
ses del sector, evitando los efectos perniciosos
que sobre el empleo pudieran derivarse de dichos
cambios”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Resolución por la que el Parlamento de Navarra muestra su rechazo a toda
práctica de corrupción

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que el Parlamen-
to de Navarra muestra su rechazo a toda práctica
de corrupción,” aprobada por el Pleno del Parla-
mento de Navarra en sesión celebrada el día 14
de febrero de 2013, cuyo texto se inserta a conti-
nuación:

“1. El Parlamento de Navarra muestra su des-
precio y condena hacia todas aquellas personas,
entidades, partidos y empresas públicas o priva-
das que, aprovechándose de sus cargos públicos,
poder político o económico, cercanía a quienes lo

ostentan, información privilegiada o cualquier otra
razón, han llevado, o lo están haciendo, prácticas
corruptas de aprovechamiento de su situación
para lucrarse con el dinero público o privado de
los ciudadanos que se encuentran desprotegidos
ante ellos.

2. El Parlamento de Navarra considera que los
delitos de toda corrupción deben ser tratados con
mucha más dureza y tener otro tratamiento más
contundente en el Código Penal.

3. El Parlamento de Navarra considera nece-
sario extender el tipo de los delitos de corrupción
y de cohecho a todas las personas lucradas con
los hechos tipificados, es decir, corruptos y
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corruptores que se han beneficiado del mismo,
incluidas las responsabilidades económicas direc-
tas o subsidiarias.

4. El Parlamento de Navarra considera necesa-
ria y demanda la máxima transparencia en todas
las instituciones públicas y privadas que manten-
gan relaciones con la Administración, tanto para
evitar situaciones o espacios donde la corrupción
pueda desarrollarse, como para aclarar y dirimir
aquellas situaciones donde pudiesen darse indi-
cios de haberse desarrollado.

5. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra para que, en el plazo de dos meses,
presente un proyecto de ley que recoja todas

aquellas modificaciones necesarias dentro de la
legislación vigente en nuestra Comunidad, para
que aquellas personas, partidos, sindicatos, enti-
dades o empresas que hayan sido condenadas
por estas prácticas no puedan recibir ayudas
públicas ni realizar contratos, convenios o mante-
ner cualquier otra relación con las administracio-
nes públicas navarras.

6. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de España a que se realicen las modificaciones
legislativas correspondientes con el fin de prohibir
las donaciones a los partidos políticos”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a no abonar dietas a
los miembros de los consejos de administración de la CPEN que no
acudan a las reuniones

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a no abonar dietas a los
miembros de los consejos de administración de la
CPEN que no acudan a las reuniones,” aprobada
por el Pleno del Parlamento de Navarra en sesión
celebrada el día 14 de febrero de 2013, cuyo texto
se inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a anular el pago de dietas en los con-
sejos de administración de la CPEN y de las
sociedades públicas integradas de los miembros
que no acudan a las reuniones”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a que el coste del
transporte interhospitalario entre el Hospital Reina Sofía de Tudela y
Pamplona sea asumido por el Departamento de Salud y a extender este
servicio a toda Navarra

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a que el coste del transporte
interhospitalario entre el Hospital Reina Sofía de
Tudela y Pamplona sea asumido por el Departa-
mento de Salud y a extender este servicio a toda
Navarra,” aprobada por el Pleno del Parlamento
de Navarra en sesión celebrada el día 14 de
febrero de 2013, cuyo texto se inserta a continua-
ción:

“1. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a que el coste del servicio de trans-
porte interhospitalario sea asumido en su integri-
dad por el Departamento de Salud.

2. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a que esta prestación y servicio se
extienda a toda Navarra para garantizar la igual-
dad y equidad y preservar el derecho al acceso a
la salud y pruebas médicas en igualdad de condi-
ciones sin importar la localidad de residencia”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a adaptar la legisla-
ción navarra a lo  establecido en el Real Decreto 1723/2012, de 28 de
diciembre, por el que se regulan las actividades de obtención, utiliza-
ción clínica y coordinación territorial de los órganos humanos destina-
dos al trasplante y se establecen requisitos de calidad y seguridad

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a adaptar la legislación
navarra a lo  establecido en el Real Decreto
1723/2012, de 28 de diciembre, por el que se
regulan las actividades de obtención, utilización
clínica y coordinación territorial de los órganos
humanos destinados al trasplante y se establecen
requisitos de calidad y seguridad,” aprobada por el
Pleno del Parlamento de Navarra en sesión cele-

brada el día 14 de febrero de 2013, cuyo texto se
inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a adaptar la legislación navarra a lo
establecido en Real Decreto 1723/2012, de 28 de
diciembre, por el que se regulan las actividades
de obtención, utilización clínica y coordinación
territorial de los órganos humanos destinados al
trasplante y se establecen requisitos de calidad y
seguridad”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a evaluar primero y
proponer después nuevas iniciativas en relación a los actos institucio-
nales en general y, en concreto, a los programados con motivo del Día
de Navarra

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a evaluar primero y propo-
ner después nuevas iniciativas en relación a los
actos institucionales en general y, en concreto, a
los programados con motivo del Día de Navarra,”
aprobada por el Pleno del Parlamento de Navarra
en sesión celebrada el día 14 de febrero de 2013,
cuyo texto se inserta a continuación:

“1. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a evaluar los criterios utilizados y los
actos programados con motivo de la celebración
del Día de Navarra.

2. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a revisar dicha programación tendien-
do a la consecución de los objetivos previstos: for-
talecer la concordia, la solidaridad y la conciencia

de hermandad de cuantos nacidos en ella o veni-
dos de fuera formamos la Comunidad Foral.

3. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a tener especialmente en cuenta en
las celebraciones a dos colectivos de especial
interés: los escolares, que constituyen el futuro
inmediato de la Comunidad, y las instituciones y/o
personas que trabajan por mejorar las condicio-
nes de vida de los colectivos especialmente vul-
nerables, ejemplo de solidaridad y de las mejores
virtudes cívicas, que es preciso practicar y cele-
brar.

4. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a plantear un programa de actos que
responda a criterios compartidos por todos: auste-
ridad económica, participación ciudadana y plura-
lidad política, cultural y lingüística”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a facilitar la puesta
en marcha del proyecto que la Fundación Traperos de Emaús va a
poner en marcha en Berriozar para la preparación de los residuos para
su reutilización facilitando la financiación de las inversiones previstas

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a facilitar la puesta en mar-
cha del proyecto que la Fundación Traperos de
Emaús va a poner en marcha en Berriozar para la
preparación de los residuos para su reutilización
facilitando la financiación de las inversiones pre-
vistas,” aprobada por el Pleno del Parlamento de
Navarra en sesión celebrada el día 14 de febrero
de 2013, cuyo texto se inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a declarar de interés foral el proyecto
que Traperos de Emaús está impulsando para la
preparación de los residuos para su reutilización
en la localidad de Berriozar, así como en la finan-
ciación de un porcentaje de las inversiones que
allí se van a acometer, teniendo en cuenta la
importantísima labor social, medioambiental y
económica que dicha inversión supone al prever
la creación de un número importante de puestos
de trabajo”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a que asuma el
compromiso presupuestario suficiente para dotar a los centros públicos
de enseñanza pública universitaria y no universitaria de los recursos
necesarios para ejercer sus funciones

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la “Resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a que asuma el compromiso
presupuestario suficiente para dotar a los centros
públicos de enseñanza pública universitaria y no
universitaria de los recursos necesarios para ejer-
cer sus funciones,” aprobada por el Pleno del Par-
lamento de Navarra en sesión celebrada el día 14
de febrero de 2013, cuyo texto se inserta a conti-
nuación:

“1. El Parlamento de Navarra insta al Gobier-
no de Navarra a que asuma el compromiso pre-
supuestario suficiente para dotar a los centros
públicos de enseñanza universitaria y no univer-
sitaria de Navarra de los recursos necesarios
para ejercer sus funciones: ser garantes de la
transmisión de los contenidos educativos que las
leyes establecen como prescriptivos para toda la
población en edad escolar; de la formación inte-
gral básica y/o superior de todos/as los/as estu-
diantes para continuar estudios superiores y
para su inserción social y laboral; de la forma-
ción científica y humanística de los estudiantes
de los niveles de enseñanza post-obligatoria
para su futura contribución al desarrollo científico
y tecnológico de nuestra sociedad, así como de

la igualdad de oportunidades en el acceso al
conocimiento de la ciudadanía.

2. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a exigir, supervisar y garantizar que
los centros educativos públicos y privados concer-
tados de Navarra cumplan con los requisitos técni-
cos, curriculares y de admisión, no incurriendo por
ninguna circunstancia en discriminación alguna
del alumnado y del profesorado, ya sea por naci-
miento, procedencia, lugar de residencia, sexo,
religión o cualquier otra circunstancia.

3. El Parlamento de Navarra insta la Gobierno
de Navarra a adecuar la normativa de escolariza-
ción para promover una escolarización equilibra-
da, priorizando la escolarización del alumnado de
los niveles de enseñanza no universitaria en una
plaza pública en el centro educativo más cercano
al domicilio familiar.

4. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a dotar a la red pública de centros de
enseñanza de infraestructuras y plazas escolares
públicas suficientes para atender la demanda, así
como de adecuar la oferta a los modelos lingüísti-
cos elegidos por las familias”.

Pamplona, 18 de febrero de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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Serie I:
PLANES, COMUNICACIONES Y PROGRAMAS

II Plan Foral de Drogodependencias

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE SALUD 

La Comisión de Salud del Parlamento de Nava-
rra, en sesión celebrada el día 7 de febrero de
2013, aprobó el II Plan Foral de Drogodependen-
cias, publicado en el BOPN núm. 82 de 15 de octu-
bre de 2012, con la incorporación de las propues-
tas que se pueden consultar en la página web del
Parlamento de Navarra: www.parlamentodenava-
rra.es/inicio/publicaciones/documentos.aspx 

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 113 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 18 de febrero de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras
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